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~~ \~L dar á la prensa el p:·esente alegat•:>. n•:, u:e in, pira una idea 
'J; r \:s ele vanidad, sino el deseo de pro,-ocar d estudio concien­
t2Jr ~ zudo y tranquilo sobre las jurisprudencias que vienen dis-

=¿ "¡; putánclose el campo para fijar la interpretación de los ar­
tfculos 14 y 16 de la ley fundamental y el 57 de la ley orgánica 
de 14 ele Diciembre ele 1882. 

La jurisprudencia ele que ha sido autor el distinguido juris­
consulto y notable publicista D. Ignacio L. Vallarta, interpre­
ta muy severamente esos artículos, restringiendo casi por com­
pleto el recurso ele amparo en juicios civiles, llegando algunos ele 
sus defensores á pretender restringirlo hasta en juicios crimina­
les, aplicando á ellos las teorías firmemente sostenidas para aque­
llos juicios. 

Esta jurisprudencia reconoce por espíritu vivificador y biza­
rro el principio ele la libertad y soberanía ele los Estados, sacri­
ficando en sus aras las garantías individuales. 

La jurisprudencia nueva, que al principio casi enmudeció ba­
jo el peso ele la autoridad y prestigio ele los maestros ele la cien­
cia agrupados t>n derredor del sabio que clió la iniciativa, comenzó 
á levantarse á pocos días y ha venido luchando á brazo partido, 
sin tener un jefe ni un curso completo de doctrina, ni menos una 
legión que poder presentar al campo contrario. Oscuros y sin 
nombre sus humildes defensores hemos ocurrido al éstac1io de la 
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ciencia combatiendo en folletos y alegatos manuscritos la teoría 
tan valientemente prestigiada, pero nuestros ataques casi se pier­
den en el espacio, como los tiros ele los g'uerrilleros contra un 
cuerpo de ejército. Con todo, podemos contm' algunos triunfos 
después de que algunos ele los Señores :Magistrados defensores 
ele nuestras teorías, han podido con sus yotos establecer la nue­
va jurisprudcmeia consignada ya en muchas ejecutorias. 

Palpitante la lueha entre las dos ;jnrispruclencias, es un de­
her de los defensores ele la segunda, compilar, en cuanto sea po­
sible, los argumentos rcfutaelores ele la antigua y la exposición 
ele los fundamentos ele la nueva, si no en obras didácticas, cuya 
edieión es carís~a, siquiera sea en alegatos donde so presente 
la oporhmídad. A mí me ha venido en el amparo ele los Sres. 
Caloca, en el cual la autoridad responsable, el Promotor Fiscal, 
el ,Juez de Distrito y el Abogado ele los colitigantes vienen ar­
mándose con el centenar ele ejecutorias testimonio enérgico ele 
la antigua jurisprudencia, y casi compilando los argumentos en 
que ésta descansa. Al ocurrir á mi patrocinio, se busca á uno 
de los sostenedores de la nuovü jnrisprmlencia, y no cumpliría 
con los cleheres clel1ntrocin1o, si no escribiera, en euanto lo per­
miten las dimensiones ele nn alegato, todo lo que en concreto pue­
da refubu la jurisprudencia antigua y defender la nueva. J\Ii es­
tudio lleva la esperanza del triunfo, esperanza que se alienta en 
la convicción profuncln, de la yerclael y ele h justicia. 

Si el espíritu que eh vida á la jurisprudenc~a ant-igm\, es el 
principio ele la libertad y so1)eranía de los Estaclos, la nneYa ju­

risprudencia 11one al frente de ese principio, cuya esencia y for­
ma es el ele una institución social, el respeto y protección á los 
derechos del hombre, que son y deben ser el objeto y la base ele 

las instituciones sociales. 
'fras de la esperanza del triunfo en el presente amparo, me 

• • 
alienta la de c01wencer á la juventud estudiosa, para que s1 nos-
otros no lo conseguimos7 ella o Menga al fin la realización ele nues­
tro bellísimo ideal, que es la unidad ele la jurisprudencia, para 

que la justicia sea como b ley, una para toclos. 

• 
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Lo 1nás seguro es preferir las eje .. 
c-ntorias recientes á las antiguas. 

BERL.\~GA IlCEP.T.\. 1 

SE~ORES PnESUJE::\TE Y JL\.c;ISTHADOS: 

.
1 

ON el título, acreditado en autos, ele apoderado de la So-
, 

, \ ciedacl "Santiago·Caloca y C~" y de D. Santiago Caloca 
por su derecho propio, vengo á pediros la revocación ele 
la sentencia ae 1? ele }layo últinio~ pronunciada por el 

senor Juez ele Distrito del Sur ele Tamaulipas negante enérgica 
del amparo pedido por mis poderdantes contra los proceclimien­
tos del.señor Juez ele 1:1. instancia ele Tampico y del señor Al­
calde 1? constitucional ele la misma cinelael. Lo pido en térmi­
nos ele rigurosa justicia, cuyos fundamentos paso á exponer. 

Viene por centésima vez la cuestión ele la verdadera inteli­
gencia del artículo 14 ele nuestra ley fundamental; los quejosos 
invocan la nueva jurisprudencia declaratoria ele contenerse en 
ese artículo la garantía ele la aplicación exacta ele la ley en juicios 
civiles y de procecler en estos el amparo por violación ele la ga­
rantía del art. 16; y el Juez se funda en la antigua jurispruden­
cia negativa ele arlllellas garantías. (e En dónde está, pues, la ver­
dad~ La justicia ele be ~er una como una ha de ser b ley para 
toclos. Ko es posible que la justicia esté sujeta al vaivén de las 

1 Lógica judicial, pág. 177. 
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opiniones y hasta de .la pasión científica. Justicia que va~a, 
justicia que se muda al peso del número de opiniones, ni puede 

. contener la verdad; ni merecer el nombre de justicia, porque ella 
es inmutable, como la Divinidad de donde procede. 

· Permitidme, señores Magistrados, que con la santa libertad 
del patrocinio, defienda una vez más la procedencia del amparo 
por aplicación inexacta de la ley en juicios civiles y por viola­
ción de la garantía del art. 16; he sido de los más tenaces de­
fensores de esta teoría, no por pasión, sino por convicción pro­
funda, por una conciencia jurídica que no ha podido rectificarse, 
ni por las grandes simpatías y profundo respeto profesados por 
mí de muy antiguo á la notable ilustración y exquisitos talentos 
de mi muy querido amigo el Sr. Y allarta, fundador ilustre de la 
antigua jurisprudencia; ni por las distinguidas consideraciones 
de carino al simpático, estudioso y erudito joven D. Agustín 
Verdugo/ á quien debo una amistad muy especial. 

Desde el día en que leí los Y otos del primero, productores de 
la ejecutoria conocida con el nombre de Larrache y la pronuncia­
da en el amparo de Celestino Cortés, comencé á combatirlo, pri­
mero en conferencias privadas, y después en diversos alegatos y 
en los periódicos en que se ha dado hospitalidad á mis produc-

• ClOnes. 
Nunca han podido convencerme los argumentos que restrin­

gen el texto y filosofía del art. 14 constitucional, en su 2? inciso, 
y de los que niegan el amparo en juicios civiles por violación de 
la garantía del art. 16. j Qué quereis, señores Magistrados! A la 
conciencia jurídica no se impone nunca la autoridad de los sa­
bios; solo la ley, ó su verdadera interpretación tomada de las 
mejores reglas de la Jurisprudencia. Con todo, quizá hubiQI'a 
dudado de mi opinión, si la jurisprudencia uniforme me hubiera 
hecho vacilaré imbuido el temor de aparecer como un temerario 
y presuntuoso, capaz de insistir enérgico y altivo ante la inva­
riable enseñanza de los primeros jurisconsultos de mi patria; 
pero cuando he visto mi opinión consignada en varias ejecuto-

1 Derecho civil mexicano, tomo 19, número 7 4 y siguientes . 
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ria~, me aliento por el t~·iunfo de la Yerdad, como la concito, y 
en esta nueya era en que se ha renoYado el personal de los Eeño­
res Magistrados, entre quienes hay sostenedores constantes de 
la teoría V allarta, lucharé toda na. n-suelto con la fe de la ver­
dad, aúi1 no avasallada; pero con la modesta resolución del ada­
lid cuya única arma es la palabra hablada ó escrita, siempre 
respetuosa á la autoridad que le ni.-.;-a sus yotos. 

Cuando hay ejecutorias rec!o'-::1!~" contradictorias de las an­
tiguas, me es lícito sostener con lü,- d·.etrinarios, que deben pre­
ferirse las nueyas. Las primeras .c-n el caso, han sido hijas de 
la momentánea impresión I•ro 1u·:-~-1.1 por la doctrina del Sr. V a­
Harta: su pre=-tigio y ,;;.n 1,',_:-i.:·a c~Fi lu :;::.1 indiscutibles sus teo­
rías: se imponen y clitml(kn c:.mo una luz para las inteligencias, 
y la pasión tan nohle como el entu;.;.ia;.;.mo, las ac·ogo como ver­
dades illl1iscutil)les. Sal1ios he yisto que hasta con descortesia 

• 

han repugnado alguna ypz escuchar mis razomunientos; su fe 
ciega en el Sr. Vallarta, huye toda discusión; se tapan los oídos 

·y dan media yuelta, como si se tratara de una herejía en la ex­
tensión de la palabra. 

Las nueyas ejecutorias están lihres de esa 1 a 3i•:•n: ho'-ndl .:-1 
mérito de la independencia cientffica eontra el t•)ITento:- a1•a'-i.•~ 

nado. Y sobre todo, las antiguas tio::-ndo:-n ú ro::-;.;.trinvr la-: ::anm-
~ - -

tías, á limitar la libertad y autorizar el de:'-poti:'-mo de lo:' jueee,-: 
las nue>a:' e\• jan incóhmw el a hsoluti=-mo henético del art. 101 
de la Constitución, protegen la libertad y combaten el despotis­
mo judicial, el n1.ás repugnante de los despotismos. 

Las antiguas protegen de preferencia á las víctimas muy es­
casas ele la arbitrariedad administrativa; las segundas á los per­
seguidos día á día por la arbitrariedad judicial. 

Si la justicia es la primera necesidad de un pueblo; su pan 
de cacla día y el primer deber que debe llenar, el único bien po­
sitivo que puede hacer un sistema de gobierno, como ha dicho 
un Magistrado español 1 nada interesa tanto al hombre como la 
administración de justicia; y si en ella se violan las garantías 

1 D. AnJrés I. Sarmiento, Observaciones sobre la Jurisprudencia, núm. !?~O. 
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individuales y si el amparo no alcanza á esas violaciones, es 
casi ineficaz, pues la autoridad política no tiene tan á mano co­
mo los jueces, el honor, la vida, la libertad personal, la del tra­
bajo, la del producto del trabajo, como son la posesión y la pro­
piedad, la garantía de la familia y demás derechos del hombre 
reconocidos en la Constitución y desarrollados en la legislación 
civil; legislación cuyo exclusivo objeto es hacer práctica la co­
existencia de todos los derechos al frente de todos los deberes. 

Quizá no sea impertinente ¡)asar una ligera revista á las dos 
jurisprudencias, ya que nuevos personajes vienen á decidir co­
mo Magistrados de este Tribunal Supremo tesis importantes 
quo sólo han tratado como publicistas, ó como jueces en cues­
tiones incidentales. La conciencia del Magistrado es más tran­
quila, más severa y meditada que la del publicista y es deber del 
abogado tomar en cuenta las diversas situaciones de los tribu­
nales, cuando la justicia dependa de la doctrina de diversas es­
cuelas, para tocar á la puerta de las inteligencias y pedir una 
vez más el triunfo de una teoría amamantada en las viólias del 

~ 

gabinete, sostenida sin vacilación en todas las oportunidades y 
ratificada en los momentos augustos de recibir en el silencio de 
la alcoba, con los primeros rayos de la aurora, las primeras ins­
piraciones de la conciencia. 

Pasaré, pues, la revista aludida, concretando mis conceptos 
en gracia de la claridad y concisión, y sostendré después, que el 
amparo pedido por mis poderdantes, está en el caso de la garan­
tía sobre aplicación exacta de la ley en juicios civiles, y de la 
procedencia del recurso por violación de la garantía del art. 16 . 

• 
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Primer fundamento de la jurisprudencia Larrache. 

l. L::t ejecutoria que dió nombre á esa jurisprudencia es la de 
4 de Junio de 1879, 1 y en ella se consigna resueltamente el prin­
cipio de que en el 2? inciso del art. 14 constitucional, no se com­
prende la aplicación exacta de la ley en juicios civiles, por estas 
cinco razones: ] ~ Porque siendo indispensable en los juicios ci­
viles el arbitrio judivial, es en ellos imposible la aplicación exac­
ta de la ley. 2~ Porque el t•ocaulo nadie con que empieza el2? in­
ciso del art. 14, sólo puede referirse á las personas, únicas que en 
el riguroso tecnicismo del derecho pueden ser juzgadas y sen­
tenciadas. 3~ Porque esa interpretación se revela en la Historia 
del Congreso constituyente. 4~ Porque sería físicamente impo­
sible á la Suprema Corte conocer de los amparos que en ese sen­
tido abundarían. 5~ Porque no habiendo en la Constitución un 
artículo expreso que conceda á la Suprema Corte revisar los ~te­
tos de los tribunales comunes, no puede constituirse en Tribu­
nal de revisión de tales actos, :,;i no es violando la libertad y so­
beranía de los Estados. 

2. Sobre el primer fundamento ocurre desde luego: que en 
el segundo inciso del art. 14 se exige antes que la aplicacion 
exacta de la ley, la preexistencia de ésta; y ley preexistente y 
arbitrio judicial son incompatibles. 

3. En la ejecutoria Larmche no se disputa la existencia de 
la by dada con anterioridad al hecho, sino únicamente la apli­

cación exacta de la ley; luego confesada la verdad de ser una ga­
rantía la ley preexistente, es falso que en el art. 14 se autorice, 

1 Votos del Sr. Yallarta, pág. 371. 
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como indispensable el arbitrio judicial, absurdamente supleto­
rio de la ley . 

• 

4. En todos los Códigos modernos se repiten las tradiciones 
legislativas de ser necesaria una acción jurídica, en los juicios ci­
vile"; y en todos esos Códigos se establece, que la w'ción jur,ídi­
ca toma su origen de la ley. Luego no hay acción sin ley pre­
existente de donde resulte; y si e;.; ne~esaria una ley prei'xis­
tente, no sólo es falso, que sea indispensable el arbitrio judir:ial, 
sino que est(t expresamente prohibido, porque no se compadecen 
estas ideas esencialmente opuestas: arbitrio judicial á falta de 
ley, y necesidad de ley preexistente. 

5. Si por arbitrio judicial so entiende la interpretación ju­
rídica, tampoco esta es arbitraria, debe sujetarse á las reglas de 
interpretación, y o:;:ns reglas deben estar autorizadas por la ley 
preexistente, cuyo requisito es esencial é indispensable en todo 
caso. Düjar sujeta ln; interpretación jurídica, al laberinto ele les 
doctrinarios es autorizar ln anarquía, en ia administración de 
justicia, y la justicia debe ser una, como la ley es y debe ser una 
para todos. El ejercicio de la justicia consiste en la aplicación 
ele la ley preexistente, no en la aplicación de doctrinas más ó 
menos filosóficas, más ó monos discreta:o:. 

6. El sólo hecho de la nueya codificación justifica, como di­
ce Dalloz 1 la intención del legislador ele no admitir indiscreh:­
mente esas máximas ó adagios, especies de reglas ele derecho tnc­
clicionaJ; pero yagas, arbitrarias y peligrosas; y que por tanto, 
sólo son y deben ser admisibles las máxima:;; qnc lum sido re-
Yestidas ele un carúeter legislatiYo. . 

7. Por esto debe decirse, que el art. :20 del Código civil, ó se 
refiere á los principios generales del derecho revestidos de un ca­
rácter legislativo, ó es un artículo r.nticonstitucional, tolla yez, 
que el <ll't. 1 ± de la Constitución exige en todo caso una ley pre­
existente. Yo añmliría, r1ue sería un artículo absurdo é incon­
;,;ecnente consigo mismo, porque si la codificación fné una ne-

1 Uitado por CaraYantes: Tra 1.ado de los Procedimientos. jutliciales, tomo 3.r.l, púgi­

n:. 482. 
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cesidad para librarnos de la anarquía de la justicia, el mismo 
Código civil lleva el germen de esa anarquía, con<lenándonos al 
inmenso laberinto de los adagios de antaño. 

8. Habría también inconsecuencia y falta de armonía entre 
el Código civil y el Código de Procedimientos. Este exige la 
existeneia de la acción jurídica cuy0 origen sea la ley preexis­
tente; luego si el Código civil autoriza una acción fundada en 
adagios, desnudos del carácter legislativo, habría contradicción 
en los dos Códigm; esa conteadicción sería un absurdo, y los ab­
surdos nunca se suponen en el legislador. 

9. Si un litigante ejercita una acción no fundada en la ley, 
no tiene acción jurídica, y merece ser vencido con la excepión 
de sine ocasione agis. 

10. Por último: los Códigos han aceptado el recurso de ca­
sación y de nulidad por sentencia contraria al texto de la ley, 
ó á su interpretación jurídica. Luego es posible la aplicación 
exacta de la ley en su texto, ó en su interpretación jurídica; y 
es falso, falsísimo que sea indispensable el arbitrio Judicial. 

11. Al establecerse en los Códigos el recurso de casación He 
ha tenido en cuenta no sólo la posibilidad, sino la necesidad de 
la ley preexistente, porque no es posible concebir una demanda 
Hin acción jurídica, ni una acción jurídica sin ley de donde pro­
ceda. Para todo hay regla¡.; en leyes preexistentes. ¡,Se trata de 
un testamento~ pues para su forma hay artículos expresos en los 
Códigos; y en su esencia, tiene la fuerza de ley, por leyes que 
así lo declaran. 1 ¿Se trata de contratos·~ Los Códigos regla­
mentan la forma y los declaran la ley de los contrayentes. ~ El 
estado civil, la familia, la posesión, la propiedad, todos los obje­
tos del derecho reducidos á personas, cosas y acciones están con­
siderados en los Códigos; y hay para ellos reglas generales. Pe-

1 Leyes P, tít. 1'! y 32, tít. 9, part. 6\ artículos 3,365 y 3,374 del Código civi! 

de 1870 adoptado en h nnyoría de los Estados, y artículos 3, 228 y 3, 237 del Código civil 

del Distrito federal. 

2 Ley 1 ~. tít. 1 ?, lib. 10 N. R. y art. 1,392 del Código de 1870 y an. 1,276 del Có­

digo civil de 1884 . 
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ro suponiendo falta absoluta de ley, habría falta absoluta de ac­
ción en la demanda, y procedería la regla consignada en todos 
los Códigos de Procedimientos de los Estados. "Cuando el ac­

tor no Jlrobare su acción, será absuelto el demandado." 

12. Tan es cierta la necesidad de una ley preexistente, que 
el mism:o Sr. V allarta, se expresa así, en su "V oto" relativo. 1 

"El juez civil tiene que administrar justicia SEGÚN LA LEY y á ella 

debe ajustar todos sus actos, sometiéndole no ya sns caprichos, sino 

sus opiniones personales"; y añade despues: 2 ''El sistema que ex­

cluye de lo civil la exacta aplicación de la ley no proclama el impe­

rio de la arbitrariedad jndicial, no significa que el juez tenga como 
única regla de conducta sus caprichos ó sus opiniones. De todo es­
to se infiere, que el juez sólo está autoriza:lo p::tra usar de la in· 

terpretaciónjurídica; y está visto, que ella no obstante, es posible 
la aplicación exacta de la ley, sea en su texto, ó en su interpre­
tación jurídica. Respondan por mí los Códigos que establec:en 
la casación _ó la nulidad por violación de la ley, en cualquiera 
de esos dos casos. Si es no sólo posible, sino establecida, so pe­
na de casación ó nulidad, la aplicación exacta de la ley, en su 
letra, ó interpretación jurídica, es claro que la ejecutoria Larra­
che consigna una inexactitud jurídica, cuando proclama la ne­
cesidad del árbitro judicial, á pretexto de ser imposible la apli­
cación exacta de la ley. Lo que es posible en el recurso de casa­
ción debe ser posible en el recurso de amparo; luego no hay 
motivo para establecer que el ai-t. 14 de la Constitución no se 
refiere á la aplicación exacta de la ley en juicios civiles, á pre­
texto de ser imposible en estos juicios tal aplicación. 

1 T 1 o • o~ • omo . , pag. u¡ 't. 

2 Tomo 1 '!, pág. 375. 
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II 

SEGUNDO FUNDAMENTO. 

l. Resuelto el argumento más saliente de esa ejecutoria, 
los argumentos secundarios, ó auxiliares, nada valen, como es 
fácil demostrarlo. 

2. El vocablo ó pronombre indeterminado Nadie de que usa 
el art. 14 en las palabras Nadie puede serju.zgado ni sentenciado, 
est<ti muy en su lugar, y no sirve para el efecto que se pretende 
en la ejecutoria. El argumento en resumen es el siguiente: "El 
vocablo Nadie alude á las personas y no á las cosas; es así que 
en los juicios civiles no son jt~zgadas ni sentenciadas las perso­
nas en el riguroso tecnicismo del Derecho; luego el vocablo Na-

. die no so refiere á los juicios civiles. 
3. La proposición menor del silogismo es de todo punto falsa. 

porque en el riguroso tecnicismo del Derecho son juzgadas y senten­
ciadas las persanas en juicios civiles. En el art. 13 de la Cons­
titución se dice: "Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni 
por tribunales especiales," y una de dos: ó se confiesa el absurdo 
de que en el orden civil puede haber leyes privativas y tribuna­
les especiales, ó tiene que convenirse en que el vocablo Nadie com..; 
prende el juicio civil, y son por esto juzgadas las personas, en 
el riguroso tecnicismo del Derecho. Derecho es sin duda el Cons­
titucional, y en la Constitución de 43, ó sean las Bases Orgáni­
cas, se dice así en el art. 9, fracción VIII: ".Nadie pod1·á ser juz- .. 
gaclo ni sentenciado en sus causas civiles y criminnles, sino por jueces 
de su pro1Jio fuero, y por leyes daclas y tribunales establecidos con an­
terioridad al hecho ó delito de que se trate. Derecho es también el 
de las Partidas. Léanse las leyes 2~, 5~ y 15, tít. 22, P. 3~ y se 
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encontrarán palabras tan significativas como éstas: Otrosí, non 
es valedero el juyzio, en que non es dado el demandado por quito ó 

por vencido. O eses textos no son el Derecho, lo que sería absur­
do, ó es una verdad que en el riguroso tecnicismo del Derecho 
las personas-son juzgadas y sentenciadas, en los juicios civiles. 

4-. Derecho es, por último, el establecido en los Códigos de 
Procedimientos; y ahí no se manda que se absuelva ó eondE·ne 
al dinero, ó á las fincas, objeto del litigio, sino á las personas cu­
yos derechos á las cosas se han controvertido en el juicio civil. 
Ahí se dice por ejemplo que, cuando el actor no probare su acción 

será absuelto el demandadoj 1 y que procede la casación~ cuando 
la sentencia comprende personas que no han siclo objeto clel jui­
cio, ó no comprende todas las que lo han sido. Luego las perso­
nas son objeto del juicio, y en el riguroso tecnicismo del Dere­
cho, son ellas juzgadas y sentenciadas. 

5. j Qué ridícula sería la sentencia que condenara, por ejen::.­
plo, á una finca ,rústica á pertenecer al actor que la demandaba! 
Sea la acción personal, ó sea la Teal deducida en juicio, se con­
dena siempre á la persona obligada en el primer caso, y á la per­

sona poseedora en el segundo. Pero ya no debe insistirse en con­
testar el argumento del vocablo Nadie, que es quizá el más baladí 
de la antigua jurisprudencia. 

III 

TERCER FUNDAMENTO. 

1. Da pena tocar esta cuestión ya muy debatida y extensa­
mente impugnada por mí en otros opúsculos. 3 Se trata del ar-

1 Art. 640 del Código de 1884, vigente en el Distrito federal. Art. 790 del Código 
de 80. Art. 847 del Código de 27, vigente en Tamaulipas. 

2 Art. 711, Cóuigo de 84; art. 1,524, Código de 80. Art. 1,613, Código de 72. 
3 En el amparo del Lic. D. Pedro M. Rey y en el titulado "In,;istencia" sobre la 

garantía de la aplicación exacta de la ley en juicios civiles, sosteniendo el amparo del Lic. 
D. Carlos Muñoz. 

-
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gumento tomado del orden en que se discutieron y votaron las 
dos fracciones del art. 14, que en el proyecto de Constitución 
fueron los arts. 4 y 26, según la "Historia del Congreso Cons­
tituyente," tomo 1?, págs. 470 y 695. 

2. De esa premisa se pretende inferir que el espíritu del Con­
greso fué no comprender los juicios civiles en la garantía de la 
aplicación exacta de la ley; y si ese es un argumento, creo que 
con mejor derecho puede inferirse de la colocación de los dos in-

• 

císos ó fracciones del artículo 14, todo lo contrario. No hay me-
dio en esta disyuntiva: ó la colocación de los artículos 4 y 26 
del Proyecto significaban entonces lo mismo que hoy significan 
las dos fracciones del artículo 14 de la Constitución, ó significa­
ban lo contrario. Si lo primero, es nulo y ridículo el argumen­
to de la colocación y orden de los artículos del Proyecto; y si lo 
segundo, el Congreso fué sorprendido y una mano alevosa tro­
có los conceptos y forjó á su antojo el artículo 14. Esto no pue­
de decirse, cuando la Comisión de Estilo la formaron los seño­
res Ocampo, Guzmán y Ruiz, 1 personajes que habían pertenecido, 
los primeros á la Comisión de Constitución, 2 y el segundo había 
sido el adalid que había debatido precisamente sobre el artículo 
4? del Proyecto. 3 La honorabilidad de esas personas responde á 
la sospecha de superchería, y su intervención en el Proyecto de 
Constitución satisface á las conciencias más exigentes. Los se­
ñores Ocampo y Guzmán, como individuos de la Comisión re­
dactora del Proyecto, fueron y debieron ser los mejores intér­
pretes del espíritu del Congreso, en el debate de los artículos 4 
y 26; y el Sr. Ruiz interesado en ese debate, tenía la competen­
cia suficiente para conocer mejor que otros ese mismo espíritu. 
Luego, cuando como individuos de la Comisión de Estilo, colo­
caron en las dos fracciones del artículo 14 de la Constitución 
los conceptos de los artículos 4 y 26 del Proyecto, fué sin duda 

1 Historia de Zarco, tomo 2?, pág. 533. 
2 Idem, tomo 1 '', págs, 61 y 62. 
3 Idem, tomo 1 ?, pág. 698. 
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con la conciencia de haber conocido el espíritu del Congreso. 
Ante esos testigos muy competentes é intachables, cesa todo ar-' 

gumento del espíritu del Congreso tomado '1'=-l ,;;Ímple hecho de la 
diwrsa colocación ele las ideas contenida,;; en l.:." artículos 4 y 26; 
ele todos modos~ el Congreso aprohó el texto del ,,n. 1-! de la 
Constitución Y lo firmó como se con tiell<~: Y esto has~a. mientras 

• • 

no :o::e pruebe una superchería que jamás ha existido. Por lo de­
más, se comprende la necesidad ele la interpretación filosófica de 
una ley, cuando sn texto sea dudoso, cosa no demof'tracla en el 

caso. 

IV 
• 

CUARTO FUNDAMENTO. 

l. Todo él se concreta á la lamentación ele ser físicamente 
imposible el despacho ele amparos en la Suprema Corte ele Jus­
ticia, por lo mucho que abundarían los relativos á la aplicación 
inexacta de la ley en juicios civiles; pero este argumento nada 
prueba, porque de la mucha laboriosidad de los Tribunales no 

se infiere que no ele ha decir la ley lo que realmente dice; esa la­
boriosidad daría 1~otivo para reformar el reglamento ele la Su­
prema Corte y la planta do omplea::los; pero no para abolir una 
garantí:t contenida expresamente en la Constitución. 

2. Ya en otras veces he demostrado 1 que se exagera mucho 

la imposibilidad alegada, pues no ahunc1arían ni han abundado 
ele hecho los amparo:<, hasta el grarlo do hacer fí,,icamente im­
posible su despacho: lmhrú más almm1ancia relatiYa; poro la 
cuestión de m(ts ó me>ws trabajo ó nc: ivi<1m1 no es una regla ele 
inter·pretación jurídica pam recortar el texto de una ley, dándo­
le m~nc;r extensiÓil ele la oxpres:Hla cm su letra. 

S. l l l . . . 1 . . 1 ~e a J~ls~t. (~e _os JUlClos e e an1paTo, t1e11e correc.tiYO ese 

abuso en Ln multas; y no porque so abusa de un derecho do he 

1 Alegatos en el amparo del Lic. D. Cculos ~fuiío:l y de D. Jnan :\fagnoni. 
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abolirse. Se abusa mucho ele la palabra, sirve infinitas vece'> de 
instrumCJrüo al insulto, calumni;:., ó difam:tción, y jamás se ha 
inYenta lo una ley que nos prohiba hablar. Los ejércitos sirven 

1 • • • • 1 ,, l nlnc:üa3 VGces para oprmnr y tn·nn17m· a pne¡J<o, y no se 1a pen-
1 . . l -. . T ., 1 l J . . ,_ 

83~ O en SU~)_l_'"lllllr o:~. LJ 1llllSll1:)~ , i'll):lil~t-8.~ . -8 llStlCEL a:JUSEtll 
L 

ele sn antcn·icbd, pol' pa;;ión ó pDl' ignomncia, y en ningún p:1Ís 
se ln intenta :lo abolirlos. L:t bv m·:::·única del recur .. o de am])a-

tl \J 

ro ele 20 de Enero (b 18G9 aholió en su artículo 8? el recurso ele 
amparo en negocios ;mliciales, so pretexto del ~huso ele los liti­

g::mtes; :r cayó ese artículo ú len golpes redoblados ele la juris­
prudencia y bajo la nnltlición <1e la conciencia pública; y tén­
gase en cuenta, que desclr, un principio se interprei ó et:a ley, 
refiriéndola únicamente ú los negocios civiles; y que la nueva ley 
orgúnica, respetancb esa opinión y esa jurispnulencia, no ha in­
currido en el mismo dislate y autorizó el amparo en los juicios 
civiles. Luego la cuestión del abuso en los litigantes no es una 
regla de interpretación para restringir el texto ele los preceptos 
constitucionales. 

QUINTO FUNDAM~NTO. 

l. He llegado al argumento conceptuado como de más con­
tundente para cerrar con llave ele oro el debate, y que toma por 
premisa la lihertacl y soberanía de los Estados; pero es un ar­
gumento que constituye un círculo vicioso. 

2. Se forma en sustancia el siguiente silogismo: En el artí­
culo 14 ele la Constitución no so contiene la garantía de la apli­
cación exacta de la ley en juicios civiles, si no hay en la Consti­
tución un texto oxproso que concoch á la Suprema Corte revisar 
las sentencias ele los Tribunales ele los Estados; es así que no 
hay en la Constitución ese texto; luego no se contiene en el ar-
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tículo 14 de la Constitución la garantía de la aplicación exacta 
de la ley en juicios civiles. 

3. En este silogismo son falsas las dos premisas y la con­
secuencia. Es falsa la proposición mayor, porque la Suprema 
Corte revisa las sentencias de los Tribunales, cuando en ellas 
se viola otra garantía constitucional, como es por ejemplo apli­
cando una ll<y retroactiva; y no hay un texto expreso en la Cons­
titución, que conceda á la Suprema Corte la facultad de rev-isar 
las sentencias de los Tribunales de los Estados, bastando, en to­
do caso, la atribución conceclicla á este Supremo Tribunal, en el 
artículo 101 de la Constitución para resolver tocla controversia 
sobre violación de garantías individuales. 

4. Es falsa la proposición menor, y falsa por lo mismo la con­
secuencia, porque con el hecho de autorizar el artículo 101 á la 
Suprema Corte para resolver toda controversia sobre violación de 
garantías individuales, está autorizada para revisar las senten­
cias de los Tribunales de los Estados, si esas sentencias susci­
tan una controversia sobre violación de garantías individuales. 

5, Estrecharlos los defensores de la ejecutoria Larrache por 
el vigor de estas contestaciones destructoras de su argumento, 
responden sencillamente: que el artículo 101 alucle á las garan­
tías individuales, y que no es una garantía la aplicación exacta 
de la ley en juicio3 civiles. Pero se le3 pregunta ¿porqué no hay 
tal garantía? y responden: "porque ningún texto de la Constitu­
,;ión autoriza á los Tribunales Federales para revisar las senten­
cias de los Tribunales de los Estados, cuya soberanía se lastima 
con esa revisión"; volvemos á presentarles el artículo 101, y no 
salimos de ese círculo vicioso. 

6. La decantada liberbd y soberanía de los Estados está li­
mitada por las prescripciones del pacto federal, según los artícu­
los 40 y 41 de la Constitución; y en todo caso en que los pode­
res y autoridades de los Estados violen las garantías individuales, 
están sujetos á las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia; 
y no puecle ser de otra manera, cuando la libertad y soberanía 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



• 
15 

de los Estados pertenece á las instituciones sociales, que tienen 
por base y objeto los derechos del hombre y cuando toda auto­
ridad tiene por límite infranqueable el respeto á las garantías 
individuales, según el artículo 1? de la Constitución. Luego es 
del todo baladí el argumento de la libertad y soberanía de los 
Estados, porque ante ellas y sobre ellas está el respeto á las 
garantías individuales. 

VI 
Argumento de la ejecutoria Cortez. 

l. La antigua jurisprudencia no se paró en los términos de 
la ejecutoria Larrache, sino que tuvo su clesorrollo en la e "ecu­
toria ele 4 ele Junio de 1881, pronunciada en ol amparo de Celes-

. tino Cortez 1 en donde se consignó el principio, de que el recurso 
de amparo no protege los derechos civiles sino únicamente las 
garantías individuales; y que por lo mismo, no procede por vio­
lación de las leyes civiles, ni con el pretexto de faltar en el pró­
cedimiento ó en la sentencia la causa legal en que fundarlos. 
Se dijo más: que era un subterfugio invocar en los juicios civi­
les la violación de la garantía del artículo 16, por falta de causa 
legal en que fundar el procedimiento, porque aplicación inexacta 
de la ley y falta de causa legal son del todo idénticas. Así que­
daron restringidas á un mismo tiempo la garantía del artículo 
14 y la del artículo 16. 

2. El argumento desca~1sa por completo sobre la gratuita pre­
misa de que el artículo 14 Je la Constitución no contiene la garan­
tía de la aplicación exacta de la ley en juicios civiles, cometién­
dose una petición de principio y encerrándose en un círculo vi-

• 
CIOSO. 

3. Reduzcamos á forma la argumentación. "El amparo no 
protege los derechos civiles; es así que los protegería, si en el 

1 Semanario Judicial, Tomo 2?, pág. 287. 
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artículo 14 se estableciera la garantía de la aplicación exacta de 
la ley en juicios civiles; lnego el m·tíeulo 14 de la Constitución 
no contiene la garantía de b aplicación ex:1. :·ta ele la ley en jui­
cios civiles. 

4. En e.;;te punto se nie~a re;.;ueltamrmte h l•l' ··:,·,-.:ción ma­
yor; y se nos contesta: "X o protege el amparo lo; L1->>'~·hos ei­
viles, porque no es una garantí,, la a¡Jlicneión exactJ de h ley en 
juicios civiles contenida en el artículo 14 de In Constitnci,:J:l; y 
esto, en buena lógica, es dar por pru0lm la misma probanda. 

5. Algunos se fascinan suponiendo mm gran distancia entre 
los derechos civiles y las garantírts inrlivicluales; y es por el ol­
vido de que la ley civil es el desarrollo práctico ele las garantías 
individuales, importando siempre una sola violación ele la ley ci­
vil, la violación de una garantía inclivillual. 

6. Comencemos por convenir, en que no luty ni debe haber 
una sola ley que viole las garantías incliviclualo"; porque toda 
ley debe respetarlas, conforme al artír:ulo 1? de la Constitución, 
y porque procede el amparo contra toda ley violadora de esas ga­
rantía,s, según el artículo 101 del mismo Código. Luego toda ley 
civil debe ser proteetora ele las garantías indiYidnales, por no ha­
ber medio entre protegerhs ó violarlas. 

7. Después de esto, recordemos que los objetos del clereeho 
civil sen tres: personas, cosas y acciones, 1 ó como dicen los mo­
dernos: 3 "Todas las relaciones jurídicas en la esfera civil reco­
nocen dos orígenes: la familia, eausa deljus pcrsonamm que re­
gula nuestra capacidad, y la propiedad, que da Yitb ú otros clos 
derechos, el que tenemos en b cosa sin intermcc1io tlc ninguna, 
persona, derecho absoluto que llamamos renl; y el que adquiri­
mos por el título ele obligación mecliatamento <.le una persona, 
derecho relativo, que llamamos personal." 

8. Pues biEm: todos los objetos del derecho ciYil, ó los dos 
orígenes ele las relaciones jurídicas están contenidos en la lista 

1 Instituta de Justiniauo, tít. 2~, lib. 1~, púrrafo 12. 
2 Gutiérrez Fernández, Códigos, tomo 4~, pág. 1' 
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de las garantías individuales, ó llámese acta de los derechos del 
hombre, y especialmente en los artlculos 16, 27 y 4 de la Cons­
titución. El primero protege ú la persona, á la familia y pose­
siones; el segundo la propiedad, y el tercero el trabajo y los pro­
ductos del trabajo; y no hay ley civil que no proteja alguna de estas 
garantías. Las del estado civil protegen á la persona y á b fami­
lia; la relatim á la propiedad territorial y á los derechos á ella 
anexos, protegen la posesión y la misma propiedad á la que per­
tenecen las acciones jurídicas; y toclas las demás _leyes de la es­
fera meramente civil protegen el producto del trabajo, sea por 
meclio ele los contratos, ó clel testamento en ellas establecidos y 
reglamentados; luego no hay una sola ley civil que otorgando 
derechos civiles, no proteja los objetos del derecho civil, que son 
también objeto del acta ele garantías indiYicluales. 

·- 9. El primer o l•jeto clol derecho ci Yil son las personas ó bien 

• 

la familia, causa del jus personarum; y la persona y la familia 
son garantías reconocidas en el artículo 16 de la Constitnción. 
La persona y la familitt no pueden sor molestadas sin ctwsct le­
gal en que fundar el procedimiento; sería imposible la causa le­
gal sin la previa existenc:ia de n11:c ley; luego el artículo 16 su­
pone, que hay y clelJe halJel' leyes referentes ú h persona y á la 
familia. Al expedirse la Constitución política estaba constituí­
da la familia cuya garantía reconoció; luego la Constitución su­
puso quo había leyes reglamentarias de la familia, y es por esto 
indudable que la Yiolación de estas leyes importa una violación 
á la garantía de la familia. 

10. Supongamos una ley que derogTle la obediencia ele l(•s 
hijos respecto ele sus padres; esta ley heriría en lo más íntimo 
la constitución do la familia y en su aplicación ameritaría el am­
paro, como esencialmente violadora de la garantía de la familia. 
Supongan10s, que un jue;;; arbitrariamente negase al padre la au­
toridad paterna sobro el hijo; este acto violaría la garantía de la 
personalidad en el padre y la garantía ele la familia; y no se con­

cibe porqué on este caso no procede el recurso ele amparo, y pro-
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cedería si un jefe político, por ejemplo, fuera, en su esfera, el 
violador de esas garantlas. 

11. Supongamos que un jefe político pone arbitrariamente 
en depósito á una hija de familia, creo que nadie negará en este 
caso la procedencia del amparo pedido por el padre ó por la hi­
ja. Pues bien: un juez decreta ese mismo depósito arbitrario; 
y dicen nuestros adversarios que no procede el amparo, porque 
se trata de un derecho civil. ¿,Pues qué cambia la naturaleza de 
los derechos ó garantías individuales porque cambie la clase de 
la autoridad arbitraria? & Son en un caso garantías individuales 
y en otro derechos civiles, nada más porque se llama juez el vio­
lador~ Esto sería ab3urdo. Así pod2mos ir discurriendo sobre 
todas y cada una de las leyes civiles; porque todas y cada una 
afectan las garantías inclivi!luales. 

12. Tomemos un ejemplo sobre leyes del estado civil. En • 
un artículo ele previo y especial pronunciamiento, en que se nie-
ga á la mujer la personalidad jurídica para demandar en juicio, 
resuelve el juez arbitrariamente que la mujer soltera es casada, 
y le cierra las puertas para la administración ele justicia. Se afec-
ta aquí el estado civil de la mujer, hiriéndose directamente e1 
derecho ele perf'onalidacl. Los adversarios dicen, que no procede 
el amparo porque se trata ele un derecho civil otorgado por la ley 
civil reglamentaria del estado de las mujeres; y está visto que 
ese estado civil es precisamente el derecho constitutivo de la per­
sonalidad en la sociedad civil. La Constitución reconoció el de-
recho de la persona y ele la familia no en el estado salvaje, sino 
en la sociedad civil á la que iba á dar una forma política. Si es 
esta una verdad, es verdad también que las leyes constitutivas 
del estado civil son las constitutivas de los derechos ele persona-
lidad y de familia, reconocidos como garantías en la Constitu-
ción. Las leyes civiles se modifican, porque así lo exige el pro-
greso de las ideas; pero es inconcuso que la Constitución consi-
deró á la persona y á la familia susceptibles de progreso por medio 
de leyes protectoras; y cuando reconoció esos derechos ó garan-
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tías, autorizó el amparo contra todas las leyes y actos que las 
a taca::. an. 

13. Del mismo modo pueden ponerse ejemplos sobre la po­
sesión que es una garantía reconocida en el art. 16. Las leyes 

civiles la reconocen, la definen, la protegen y la impulsan; todo 
ataque ó violación de estas leyes, es un ataque á lc1 posesión. Sólo 
se pierde por proteger en forma legítima el derecho de tercero; 

esta protección es la ccwsa legal en que puede fundarse el despojo. 
Un auto ele exeqiiendo pronunciado con los requisitos legales, es 

uno de los motivos autorizados para el despojo; pero si faltan 

esos requisitos, se hiere arbitrariamente el derecho de posesión. 
En este caso dicen los contrarios, que no procede el amparo, 
porque sólo hay Yiolación de leyes civiles. ¡,Y la posesión heri­

da, al violarse las leyes de procedimientos, es un derecho civil 
y no garantía individual? ; X o es esto calificar la esencia de la 

garantía por los accidentes, el fin por los meclios ~ En todo caso 
están tan identificadas las leyes civiles relativas con la garantía 

• 

de la posesión, que la violación de unas es la violación de las 

otras. JO cambia la naturaleza de la posesión porque el juez sea 
el violador? Esto no cabe en una conciencia serena é imparcial. 

14. Lo dicho respecto de la posesión, debe decirse ele la ga­

rantía de la propiedad. Ella es un derecho preexistente á toda 

ley positiva; un derecho no criado, sino reconocido por la Cons­
titución; un derecho inviolable, en el que se comprenden todos 

los derechos susceptiblE::s de gozarse, inclusas las acciones jurídi­
cas; por esto se define en los Códigos diciendo: "Propiedad es 
el derecho ele gozar y disponer de 11/lrt cosa, sin más limitaciones que 
las que fijan las lcyesj y se define la }'Osesión, llamándola: "Te­
nencict de una cosa, ó el goce de w1 derecho. A este propósito había 
dicho el jurisconsulto Ulpiano en la ley 23, tít. lG, lib. 50 del 

Digesto: que en la palabra cosa se comprenden las causas y los 

· · derechos." Rei appelatione causce et jura continentur. Un funcio­

nario político viola el derecho ele propiedad despojando, y se con­

fiesa que procede el amparo; un juez lo viola, y se dice que no 
4 
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procede el amparo, porque el juez ha violado ó las leyes de Pro-
eclimientos ó las leyes civiles, pero no la garantía de la propie­

dad. Es esta respuesta tan grotesca, corno la que diera el respon­
sable de haber derribado una casa sostenida por puntales y dijera: 
yo no derribé la casa, nada más los puntal t.:·:': ,:, la que daría un 
homicida acu:'rcdo ele haber derribado la escalt'ra de mano en cu­
ya altura :ce apoyara un hombre, diciendo: "yo no he mataclo.á 
ese hombre, ;c:)lo he derribaLtO la escalera ... El juez, al no lar las 
leyes ele proct'dirnientos, no hizo más que valerse ele un medio 
para Yiolnr la l•ropiedacl, como el jefe político se valiera de sus 
polizontes para .1e'-pojar á un individuo; el procedimiento arbi­
trario es el polizonte del juez, ó una arma poderosa y terrible,· 
pues decía bien D. Alonso el Sabio aludiendo á los jueces 1 Muy 
fuertes armas hctn para faccr mal aquellos que tienen boz del Rey, 
cuando quisieren usar mal del lzrgar que tienen. 

15. El testamento es el desarrollo, el complemento ó última 
consecuencia ele la propiedad. La ley qne prohibiera el derecho 
de testar heriría el derecho de propiedad; y un juez ztrbitrario 
que contl'a ley destruyera el testamento declarándolo nulo y eje­
cutara su sentencia en contra de los herederos, se dice que sólo 
viola el derecho civil reglamentario de la testamentificación; pe­
ro que no viola la garantía de la propiedad. & Y no es el t~sta­
mento una de las fórmulas de la propiedad~ El trabajo es ta;c~­
bién una propiedad y una garantía especial en el art. 4? de la 
Constitución y el testamento no es sino la expresión clásica del 
ejercicio ele la libertad del trabajo y de la libertad de alJrove­
charse de sus productos; violar el testamento· es violar estas li~ 
bertacles, no sólo en los sucesores, sino en el difunto reproducido 
en ellos. La trasmisión ele la propiedad por testamento se fun~ 
da en la trasmisión de la sangre. La ley ha dicho al horr..bre, 
con las bellísimas frases de Lacordaire: 2 ''Tu propiedad no con­

cluirá ni aún con tu 'cidaj poclrás trasmitirla á tu descendencia, por-

1 Ley 4~, tít. 10, P. 7\' 
2 Discurso 33, pág. 428 . 

-

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



' 

---

• 

• 

21 -

que tu. descendencia eres tú, porque hoy IIIW unidad cutre el padre 
y los hijos, !1 deslwrcdar ú éstos de la ticrm patrimonial, scríct dcs­
he1·erlarlcs de los sudores y ele las hí,r¡rimas de s1r p((dre. ¿Y á quién 
otro lut7Ja de h· esta tierra de tu dolor y de tu S((II[Jrc? A otro que 
110 la lwúicse trabc(jaclo. JJiqjor es, pues, que tú sobre¡;iuts y que la 

guardes en tn postr:rülacl." 
16. Aún los partidarios de la libre testamentificación fundan 

esencialmente su tesis en el libre ejercicio del derecho de pro­
piedad; en la libertad ilimitada del trabajo y en la libertad tam­
bién)1imitada para disponer ele los productos del trabajo. Luego 
todq, ley ó acto ele antoridacl que Yiole el derecho de testar, no 
viola simpleme11.te un derecho civil, sino las garantías ele ]a pro­
piedad, del tra lJajo ¿ el el aprovechamiento ele sus productos. 

1i. A propósito ele estas libertades debo recordar, que los 
contratos no son más qne el producto de 1a actividad del hom­
bre, por la cual ha multiplicado las relaciones sociales, para sa­
tisfacer sus muchas necesidades. Los contratos son el desarrollo 
do la libertad del trabajo y de la libertad do a provee harse de sus 
productos. La Constitución al reconocN estas lihertaclos no las 
limitó al aproveclmmiento meramente: animal y grosero ele co­
mer, lJeber y vestir, sino al do eclucarse, instruirse y progresar 
el hombre, mejorando Rn condición social. Luego los contr:üos, 
producto clel trabajo ó actividad del homhre para satisfacer sus 
neces1clados, son el ejercicio de la libe1·tad del trabajo y ele ]a li­
bertad de aprovecharse de sus productos. 

18. Una leyó acto de autoridad que limito al hombro ú una 
especie de trabajo, como el amo al siervo, violaría la garantía ele 
la libertad del trabajo; y una ley ó aeto de autoridad que limi­
te al hombre el derecho ele aprovecharse de algunos Ilroductos 
ele su trahajo, violaría esta garantía consignada en el ¡:¡rt. 4? de la 
Constitución. He aquí, entonces, porqué 1a violación de las le­
yes civiles reglamentarias de los contratos, es la violación de 

la libertad el el te" l1ajo y 1a violación ele la lihertacl de aprove­
charse ele sus productos. Si los contratos en sí mismos conRti-

• 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



• 

1 

• 

22 

tuyen una liga ú obligación, para afirmar la fe de nuestros com­
promisos y hacer respetable una palabra con la garantía del con­
trato, es precisamente para la coexistencia del derecho recíproco 
ele los contrayentes y para el respeto de la libertad del trabajo 
en uno y en otro. 

19. N o nos cansemos: en donde quiera que se viola una ley 
civil referente :1 las garantías irdivicluales, aquella violación es 

también violación ele estas garantías amparadas y protegidas por 
la ley civil; porque hay un enlace tan íntinw entre las leyes ci­
viles y las garantías que protegen, como lo h:1y entre el acto y 
la ejecución del acto, entre la ley y su reg~am:mto. L:1 Consti­
tución reconoce y establece las garantías en abstracto; las leyes 
civiles lo consideran en concreto ó en sus relaciones prácticas 
en la vida civil. 

VII 

La objeción de la 3~ instancia. 

l. Es admirable que los defensores ele la antigua jurispru­
dencia se retrechen, como en un invencible reducto, en el pre-_ 
texto ele que el amparo por aplicación inexacta de la ley en juicios 
civiles importaría el absurdo de una tercera ó cuarta instancia; 
porque ni es absurda una nueva instancia en amparos sobre vio­
lación de otras garantías, ni es una verdadera instancia el recur­
so de amparo, en donde se ejercita diversa acción de la que sir­
vió de objeto en el juicio civil. 

2. En el amparo sobre violación ele la garantía ele la propie­
dad, se han concedido amparos sin detenerse en el escrúpulo de 
que hubiera una nueva instancia en el recurso; y esto cuando 
estaba en todo su vigor la antigua jurisprudencia. Puedo citar 
las siguientes ejecutorias: La de 14 de Octubre do 1880, en el 
amparo de los vecinos de San Agustín Eloxochitlán; de 19 de 
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Mayo de 1881, en el de Jorge G. ::\Ianuel; de 10 de Febrero 
de 1885, en favor del mismo incli vid no; de 24 de Septiembre de 
1881, en el amparo de Antonio Martínez y socios, y de 27 de No-

"'viembre ele 1833, en favor de Andrés Tello y socios; y si se quie­
ren otras más, tenemos las del amparo de los vecinos de Omitlán, 
do 4 de Febrero de 1881; en ol amparo ele los mineros de Villa ele 
Unión; la de 13 de Octubre de 1881, amparo de Antonio Rodrí­
guez; de 23 de Febrero de 1882, amparo de Darío Castro, y 4 de 
Octubre de 1883, en el de Agustín Lona. 

3. Sobre todo, no es ni puede ser una instancia el recurso de 
amparo. Instancia, bien definida por nuestros prácticos, es: "El 
ejerciéio de la acción clcilucicla en jzticio y que corre desde su prin­
cipio hasta la sentencia definitiva" 1 Segunda instancia es: El 
ejercicio de la misnw acción ante el juez ó tribunal de apelación, 
para que se reforme la sentencia del primer juez; y tercera ins­
tancia es: "El ejercicio de la acción rcproclucida ante otro tribu­
nal más elevado, para que se revea el proceso y se corrija ó se 
revoque la segunda sentencia."~ Según esto, la acción reproducida 
es lo que constituye la segun<la y tercera instancia, y en el 
amparo no se reproduce la acción intentada en el juicio, sino 
la de violación ele garantías en el procedimiento, ó en la sen-

• ten Cia. 
4. A este propósito es aplicable la doctrina del Sr. Gómez 

de la Serna, 3 cuan 'lo sostiene que el recurso de casación no es 
una instancia, porque no se ejercita en él la misma acción, sino 
que en él se decide una nueva cuestión de derecho; se juzga si 
se ha quebrantado ó no la ley por el tribunal que ha sentencia­
do; es ese recurso el vigilante de la genuina y recta aplicación 
ele la ley. Lo mismo puede decirse del amparo: es el vigilante, 
el guardián de las garantías individuales, y aunque una de ellas 

1 Peña y Peña, Lecciones de práctica forense, tomo 1 '', pág. 11, núm. 1 ; Escriche, 
Diccionario de Legislación, articulo "Instancia;" Hevia Bolaños, Curia Filípica. Parte 1 ~. 
párrafo 9, núm. l. 

2 Escriche, artículo citado. 
3 Motivos de la Ley de Enjuiciamiento, pág. 187, 

- • 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



• 

,. 

• 

• 

24 

sea la exacta aplicación de la ley, nunca constituye una tercera 
instancia, porque no se derluce la mlsma acción. 

5. Tan cierto es esto, que si el amparo fuera una instancia, 
sería imposible en los juicios criminales contra sentencia ejecu­
toriada en la segunda instancia, porque tendría cua':ro instan­
cias, dos en los tribunales comunes y dosen el recurso tle amparo, 
contra la prohibición del art. 24 de la Constitución; y jamá>; le ha 
ocurrido á la Suprema Corte negar el amparo por respeto á ese 
artículo, sino que lo ha concedido, aunque en el juicio criminal 
haya habido dos instancias. Citaré nada más un ejemplo, en gra­
cia de la brevedad. El amparo d•3 Crescencio PeñalosaJ 1 sen­
tenciado por la 2~ Saht del Tribunal Superior del Estado de Mé­
xico á seis años de prisión, por el supuesto delito de fama pública 
de ladrón, y amparado en ejecutoria de 18 de Septiembre de 1882. 
De aquí formo esta disyuntiva: O la Suprema Corte infringió 
el artículo 24 de la Constitueión, ó el amparo no es una instan­
cia; lo primero no puede ni su ponerse: 1 u ego lo segundo es lo 
verdadero y concluyente . 

• 

· VIII 

Argumento sobre el art. 57 de la Ley orgánica. 

1. El último atrincheramiento de los defensores de la anti­
gua jurispcudencia es el texto del art. 57 de la Ley orgánica: 
en donde por el simple hecho de fijar un término de cuarenta 
días para interponer el recurso de amparo contra una sentencia 
ejecutoriada, se pretende inferir que según ese artículo, sólo pro­
cedería el amparo en juicios civiles y por aplicación inexacta de 
la ley, cuando se trate de una sentencia ejecutoriada; pero nun­
ca contra una sentencia revisable, aunque sea de inmediata eje-

1 "Semanario Judicial," tomo 5, pig. 333, 
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cución, como un auto de exegiienclo, ó un secuestro provisional; 
pero ni el artículo contiene una prohibición expresa, ni el ar­
gumento tomado del artículo es sostenible en buena lógica; de­
mostraré estas proposiciones. 

2. Para probar que e1 artículo no contiene una prohibición 
expresa, basta cbpiar su texto; dice así: En los negocios judicia­
les, civiles, será 1'mprocedente el recurso de amparo, si se interpusiere 
después ele cuarenfct días, contados desde que cause ejecutaría la sen­
tencicl que se diga haber vulnerado alguna garantía constitucional. 

~ 

Los ausentes del lugar en que se lwya pronunciado la ejecntoria, pero 
no ele lrt República, tendrán novenfct dlas, y ciento ochenta los ausen­
tes de la República. 

' 
3. Di\·ersas argumentaciones se forman de este texto; pero 

todas ilógicas y ninguna concluyente. La primera es esta: "No 
procede el amparo en juicios civiles, si se interpone después de 
cuarenta días contra sentencia ejecutoriada; es así que no hay 
lugar al término de cuarenta días, si la sentencia no es ejecuto­
riada; luego no procede el amparo si no es contra sentencia eje· 
cuto riada. 

4. En este silogismo hay casi tantos vicios como palabras. 
N o hay término medio que sirva de enlace en las premisas; nin­
guno de los términos de estas. está tomado generalmente, y las 
dos premisas son negativas y particulares contra las reglas 1 ~, 
4~, 5~ y 8~ de los silogismos. La primera exige haya un térmi­
no medio: Tenninus esto triplex, meclins majorque minorque. La 
cuarta determina que el término medio se tome al menos una 
vez en sentido general: Aut semel aut interúm medius generaliter 
esto. La quinta enseña que de dos premisas negativas nada se 
infiere. Utraque si prcemissa neget, nihil ·incle seqttetur; y la octa­
va establece que de dos premisas particulares no puede inferirse 
una conclusión general: Nil sequitur geminis ex particularibus un­
quam. 1 Como solo escribo para los señores Magistrados y para 

l. Eugenio Granclclaucle, Breviarium Philosophire Seholasticre, tomo 1 ~' pág. 49.­
Vallet, Prcelectiones Philosophicre, tomo 1?, pag. 167.-Brin, Philosophia scholastica, 
tomo 1?, pág. 79. 
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los jurisperitos, me abstengo de explicar las reglas expuestas, 
porque haría una injuria á su ilustración y merecería_ yo la cen­
sura de vanidad, pretendiendo dar en este alegato una cátedra 
de lógica. 

5. Pero sí me será licito apelar al sentido común, poniendo 
un silogismo semejante para descubrir por completo el sofisma. 

6. Es bien sabido, que se viola la garantía ele la propiedad 
estahleeicla en el art. 27 de la Constitución, si se ocupa faltan­
do los requisitos de causa de utilidad pública y previa imlemni­
zación. Pues bien: con el mismo derecho con que del caso par­
ticular de ser necesario el requisito del término de cuarenta días 
en el amparo contra sentencia ejecutoriada, se infiere el absur­
do de que no procede el amparo en juicios civiles sino contra 
sentencia ejecutoriada, yo puedo inferir del art. 27 de la Cons­
titución, que no procede el amparo contra ninguna otra garan­
tía, que no sea la propiedad. El silogismo sería el siguiente: 
"No procede el amparo por nolación de la propiedad sino cuan­
do faltan los requisitos de cansa ele utilidad pública y previa in­
demnización; es así que no hay lugar á exigir estos requisitos 
sino cuando se viola la propiedad; luego no procede el amparo si­
no cuando se viola la propiedad. Empleo en el caso la misma ló­

gica; y si se quiere otro paralogismo más apropiado usaré del si­
guiente: "N o procede el amparo por detención arbitraria si se 
interpone antes del lapso de los tres días aludido en el art. 19 
ele la Constitución; es así que el lapso de los tres días no se exi­
ge sino para el amparo por detención arbitraria: luego no pro­
cede el amparo sino por detención arbitraria. 

7. Desde el momento en que se prescinde de las reglas de la 
lógica para presentar á las personas poco reflexivas, paralogis­
mos deslumbradores, la cuestión se reduce á descubrir -el sofis­
ma, y uno de los modos de verificarlo, es usar del mismo méto­
do para el racil)cinio. Por lo expuesto, así como es un absurdo 
inferir que no procede el amparo por Y-iolaeión de cualquiera otra 

garantía, que no sea la propiedad, á pretexto de que para la vio-
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lación de la propiedad se exigen los requisitos de causa de uti­
lidad pública y previa indemnización; así es un absurdo inferir, 
que no procede el amparo en juicios civiles, á pretexto de que 
para que proceda contra sentencia ejecutoria se exige el térmi­
no de cuarenta días. Del mismo modo que es un absurdo, in­
ferir que no procede el amparo sino por detención arbitraria á 
pretexto ele que para esta se exija f' l lapso de los tres días de 
la ley. 

' 
8. Para que el silogismo de nuestros adversarios fuera me-

nos ilógico, debería ponerse en los siguientes términos: "Sólo 
procede el amparo en juicios civiles, cuando se interpone den­
tro del término de cuarenta días; es así que sólo se interpone 
dentro del término de cuarenta días el interpuesto contra sen­
tencia ejecutoriada, según el art. 57 ele la Ley orgánica; luego 
según ese artículo sólo procede el amparo en juicios civiles cuan­
do se interpone contra sentencia ejecutoriada. En este silogis­
mo se toma al menos el término medio en sentido general en la 
proposición mayor; pero resulta esta enterament~ falsa, porque 
no hay un sólo artículo de la ley que establezca la regla general 
para la procedencia del amparo en juicios ciYiles, el que se in­
terponga dentro de cuarenta días. 

9. Están vistos los esfuerzos de gimnástica intelectual que 
se necesitan para inferir el ahsurdo, ele que el art. 57 de la Ley 
orgán:ca sólo autoriza el amparo en juicios civiles, cuando se in­
terpone contra sentencia ejecutoriada; y esa gimnástica nunca 
puede ejercerse para establecer prohibiciones al ejercicio ele un 
derecho, ni menos si se trata ele los reconocidos en la Constitu­
ción federal. Las prohibiciones deben ser expresas y categóri­
cas desde el momento en que son restrictivas de los derechos; y 
nunca las excepciones á las reglas generales pueden extenderse 
fuera del caso para que son promulgadas. 1 I~s clara la regla es­
tablecida en el art. 10 del Código civil cuando dice: "Las [Pyes 

1 Domat. Derecho público, Libro preliminar, cap. 12, párrafo XI, tomo 1 ~. pág. 136 
y Libro preliminar, sección 2~, párrafo 15, pág. 186. 
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que establecen excepciones á las reglas generales, no son aplicrtbles á 

caso aZr;ww que no esté expresamente espee{ficaclo en las mismas le­
yes: De esta regla so infiere, que si para el caso especial del am­
paro contra sentencia ejecutoriada en juicios ciYiles, se exige el 
término de cuarenta días, no puede inferirso ni que sólo proce­
de el amparo contra sentencia, ejecutoriada, ni que sea necesario 
el término do cuarenta días para toclo caso de amparo en juicios 
civiles. 

10. Y o comprenclo, señores Magistrados, que una prohibición 
se extienda ele un caso ú otro, cuando h consecuencia es riguro­
samente lógica y se infiere de premisa en que so va ele lo más á 
lo menos, como por ejemplo cuando por sentencia se declara á una 
persona imligna (le un empleo inferior y se infiere, que es indig­
na do un empleo superior, según la regla del jurisconsulto Pom­
ponio. 1 Qui indignus est infcriore orcline, indignior est superiore, 
pues como dice Ulpiano: 2 Es sobremanera ridículo, que el prohi­
bido por pena de ojorcer empleos inferiores, aspire á los mayores. 
Est enim perquwn ridiculwn cwn r¡ui minoribus J1renae causa prohi­
bitus sit, aclmajorcs aspimre. 

11. Pero no comprendo, que se infiera la consecuencia de lo 
más á lo menos, como sería la prohibición para ser Magistrado 
de un Tribunal, y se extendiera hasta para ser juez menor. 
Del mismo modo, siendo la sentencia ejecutoriada, continente 
ele la verdad legal, lo supremo en el juicio civil, no puede infe-
rirse de la prohibición ele intentar el recurso ele amparo en ese 
caso después do cuarenta días, que esté prohibida la interposi­
ción del recurso <lospués ele cuarenta días eontra todo auto ó sen­
tencia pronunciados en juicio civil, ni menos la prohibición ab­
soluta ele interponerlo contra todo acto judicial que no sea una 
sentencia ejecutoriada. 

12. Si el artículo 57 ele la Ley orgánica contuviera la prohi­
bición absoluta del amparo en juicios civiles, con la única excep-

l Ley 4 ~' tít., 9, lib. 1? del Digesto. 
2 Párrafo último de la ley 7, tít. 22, lib. 48 del Digeo;t(J, 

• 
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ción de ser interpuesto contra sentencia ejecutoriada, sería ese 
artículo perfectamente anticonstitucional, como lo soRtiene el 
Sr. V allarta; 1 pues no resistiría el artículo la comparación 'con 
ell01 ele la ley fundamental. El absolutismo de este artículo eR 
ineludible, cuando dice, categórica y expresamente: que los Tri­
bunales federales resolverán tocla col/frrm:rsia quo se suscite por 
leyes ó actos ele cualquiera autoridad que violen las garantías in­

dividuales. 
13. En nombre de ese ab8ull/ti.~uto cayó á los golpes recluhla­

clos ele la jurisprudencia y ha jo el pc:oo do la opinión púl.lica. el 
artículo 8? de la ley ele :?0 ele Enero ele 1869, que prohil.ía el re­
curso de amparo en negocios jucliciale:o. ¡,Qué ha h~·íamcs con,ce­
guiclo con el articulo 57 ele la ley nueva? una e,cpecie de limos­
na para el ca~o ele se-ntencia ejecntoria•b: }'E'l'" quedaría en pié 
la cuestión, y ni se lw ln·ían ~ah~,tt1<~ nnestn•s t1c1·echm<1 ni que­
dado satisfecha la conciencia pública. Nunca una Ley orgánica 
puede ser derogatoria ele un articulo constitucional, y si el 57 de 
la ley nueva es como se pretendP, opuesto al 101 ele la Consti­
tución, caerú, como el artículo 8? ele la le~~ antigua, á los repe­
tidos golpcs de la nueva jurisprudencia ~- bnjo c·l •1ominio ele la 
opinión pública qne rechaza um im1i~naeión ~-se lamenta ele las 
teorías tenazmente empenadas en n·-.:tringir la letra y E·l espíri­
tu ele los artículos 1-±, 1G y 101 c1e 1a Ley fn]](bmenta1. 

14. Lamaünré siempre la necesidad de com1mtir con fre­
cuencia á mi muy querido é intPligento amigo el Sr. Lic. D. 
Fernando Vega, cuando se trata ele l art. 37 de la Ley orgánica, 
como lamento la peno:oa urgencia ele combatir ú mi excelente y 
nunca bien elogiaclo amigo mío el Sr. Lic. D. Ignacio L. V nllar­
ta, cuando se tratn ele los artF~. 1-± y lG de la C'01Jstitnción. El 
Sr. Vega escribió sus comentarios ú la ley ele ampwo á raíz ele 
la publicación ele la ley, y sus doctrinas han tenido una traPeen· 
clencia bien lamentable, porque se consideraron como el comen­
tario ó explicación clara de la ley. El Sr. Vega fué e 1 primero 

· 1 Juicio de Amparo. p<Í~ .• l36. • 
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que á la presencia del art. 57 de laLey orgánica, enseñó: que 
sólo se concedía el amparo en negocios judiciales contra senten· 
cia ejecutoriada, y que el amparo era un recurso ó remedio ex­
traordinario. 1 

15. Contra la aseveracióp. del Sr. Vega de que el amparo es 
un recurso extraordinario, tenemos la teoría clarameJ)te expuesta 
en la ejecutoria de 21 de Mayo de 1881, pronunciada en el am­
paro de Buenaventura González, ~ en donde se dice: qw en :lirL­

TITUD DE EJECUTORIAS se ha resuelto que cabe el amparo Ui a.~un­

tos judiciales, cuando en ellos hubo violación de !Jaranfías, así conw 
que el rer:urso de amparo no es subsidiario, sino constitucional, !1 tan 
ordinario como el de nefJOCios del orden ccmún; de suerte que por es­
tos capítulos110 puede declararse improcedente el recurso. A esa MUL­

TITUD DE EJECUTORIAS {t que se refiere la Suprema Corte en la 
ejecutoria citada, es quizás á la que alude el Sr. Vega cuando 
·dice, comentando el art. 57 de la Ley orgánica: "PARECE que 
.fueron completamente preteridas las doctrinas, en t·irtucl de las cua­
les se llegó ú sostener (con argumentos fascinadores) que violada una 
garantíct individual en ww scntencict rerisable, podía pedirse el am­

paro constitucional, desde htef!O, sin esperar la 'ferclad jurídica, y 
como un procedimiento lwmog(nco con los recursos ordinarios prote­

,r¡idos por lct ley civil." De pronto hay necesidad de advertir, por 
la palabra PARECE empleada por el Sr. Vega, que el texto del 
artículo 57 por él comentado, no establece de una manera cla­
ra, que el amparo sea un recurso subsidiario, sólo procedente 
cuando se trata de una sentencia ejecutoriada; pero suponiendo 
que el artículo contuviera prescripcione3 expresas, como parece 

al Sr. Vega, tendríamos un perfecto antagonismo entre la mul­
titud de eJecutorias pronunciadas antes de la promulgación de la 
Ley orgánica y el art. 57 de esta ley. & Y qué debiamos preferir 
en este antagonisn10 '? Es claro que la multitud de ejecutorias, por­
que ellas establecen la jurisprudencia intérprete del art. 101 de 

1 La nueva ley de amparo, páginas 256 y 257. 

:2 Semanario Judicial, tomo 2, pág. 109. 
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la Constitución, y la Ley orgánica no es ni puede ser la inter­
pretación auténtica del mismo artículo. La interpretación au­
téntica de la Constitución sólo puede darla el Congreso consti­
tuyente establecido en el art. 127 de la misma Constitución; y 
nunca un Congreso constitucional. Las leyes orgánicas son y de­
ben ser el desarrollo ó reglas prácticas para hacer efectiyos los 
preceptos constitucionales; pero nunca leyes aclaratorias, ni me­
nos restrictivas de esos preceptos; porque sólo puede aclarar una 
ley y restringir sus preceptos el legislador competente; y el Con­
greso constitucional autor de la Ley orgánica de 14 de Diciem­
bre de 1882, no es el Congreso constituyente con competencia 
legal para restringir y aclarar el art. 101 de la Constitución. 

16. Hay más toJana, y esto me parece incontestable. La 
misma Ley orgánica en su art. 47 establece: r¡uc los Tribunales 
para fijar el derecho público, tendrán como regla suprcmct de conduc­
ta la Constitución federal, LAS EJECUTORIAS QUE LA INTERPRETEN, 

las leyes emanadas de ella y los tratados de la República con las na­
ciones extranjeras. Luego el primer medio de interpretación re­
conocido por la Ley orgánica son las ejecutorias ele la Suprema 
Corte; y tanto, que bastan cinco ejecutorias uniformes para es­
tablecer jurisprudencia, según el art. ±± ele la misma ley. Lue­
go si antes ele su promulgación había una multitud de ejecutorias 
inté~'pretes del art. 101, que habían establecido la procedencia 
del amparo en negocios judiciales y cleclaraclo que ese recurso 
no era subsidiario; es inconcuso, que conforme á la misma Ley 
orgánica e:>a multitud de ejecutorias debían ser la regla fija de los 
Tribunales, porque ellas constituyen el derecho público. Sien­
do esto así no puede sostenerse en buen derecho, que el art. 57 
ele la Ley orgánica contenga un precepto contrario á la multitud 
ele ejecutorias, si no es incurriendo en una absurda inconsecuen­
cia. O el legislador con toda intención contrariaba la multitud de 
ejecutorias y falseaba así la autoridad ele ellas, poniéndolas en ri­
dículo por una parte, y constituyéndolas por otra en base fija del 
derecho público; ó no tuvo la intención de combatirlas, ni qui~ 

• 
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zá memoria de ellas, y entonces debe interpretarse el art. 57 de 
la Ley orgánica, teniendo en cuenta la multitud ele ejecutorias, 
que habiendo sido intérpretes del art. 101 de l~ Constitución, 
deben serlo del art. ;)7 de la Ley orgánica. E'n '.--irtud de la auto­
rielad que la misma ley dá á las ejecutorias E'n ,-;us arts. 4:7 y 70. 
Luego el art. 57 de la Le.,y orgánica no dice ni pued0 decir lo 
que paree" al Sr. Yega, sino que dice y ele he decir lo e,-;ta hlecido 
en la multitud de 1jecutorias, base firme del derecho púhlico, que 
ni quiso ni pudo contrariar la Ley orgánica. X o qui,-;o, porque 
ha dado á las ejecutorias grande autoridad; y no pudo, por­
que contrariar las ejecutorias in~érpretes del art. 101 ele la Cons­
titución sería contrariar este artículo y exponerse á la rechifla 
y fracaso del art. 8? ele la antigua ley. 

10. Todavía se ponen por un abogado joven é inteligente, pa­
trono en estos autos de D. Juan José Castaños 1 otros argumen­
tos con objeto de reducir al carta\ón de los cuarenta días, con­
signado en el art. 57 de la LC'y org;{nica, ca:"i todo amparo refe­
rente á juieios civiles; y como esto ya cambia do aspecto la cues­
tión, es necesario tratarla en capítulo separctclo. 

IX 

Sobre el término de cuarenta días establecido en el artículo 57 
de la Ley orgánica. 

l. Ante todo, señores Magistrados, meclitemr.s nn poco en la 
fracción 6 ~ del art. 35 de la Ley orgánica. Comienza por decla­
rar que no debe sobreseerse en el recurso ele amparo relativo á 
materia criminal, aún mediando PI consentim.iento expreso del 
acusado; y después declara bastante para el sobreseimiento, el 
consentimiento tftcito expresado por la falta de protesta ó incon­
formidad contra el acto violador de garantías; ó 1Jien por ellap-

l, "El Líe, D. Pedro Laclau, en sn alegato de 5 de Junio de 1888, ,. 
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so de seis meses, aunque haya intervenido la protesta ó incon­
forwidad. Es claro, entonces, que lo del consentimiento tácito 
no se refiere al amparo en materia criminal, porque la ley se con­
traclecirb <Í sí misma consignando en las líneas anteriores, que 
no basta ni el consentimiento expreso en el amparo relativo á la 
materia criminal, y disponiendo á renglón seguido, que basta el 
consentimiento tácito. N o podemos suponer este absurdo; luego 
es evidente qne el consentimiento tácito significado por la pres­
cripción, no se refiere á la materia criminal. N o hay medio en­
tre ésta y la materia civil, tratándose de los juicios; luego la 
prescripción por el lapso de seis meses se refiere á los amparos 
relativos á la materia civil, con la excepción del caso de senten­
cia ejecutoriada vara el que se restringe el término al de cuaren­
ta días, en el mt. 57. 

2. Hasta aquí á nadie le había ocurrido que el dicho térmi­
no de cuarenta dias fuera un cartabón aplicable á todo amparo 
relativo á j:uicios civiles; es autor ele esta novedad el letrado á 
quien acabo de referirme, y comienza su argumentación dicién­
donos: que en el tecnicismo de 1 derecho se da el nombre de sen­
tencia á todo mandamiento judicial, y que sólo en el tecnicismo 
particular de algunos Códigos se emplea la voz sentencia para 
designar las resoluciones que vienen á decidir el asunto princi­
pal, ó un incidente; y de aquí infiere, que toda resolución judi­
cial que cause ejecutoria, es sentencia ejecutoriada contra la que 
sólo procede el amparo, si se interpone dentro de los cuaren­
ta días. 

3. El objeto principal de este argumento es sostener que un 
auto de exeqüendo es sentencia ejecutoriada contra la que sólo 
procede el amparo, si se interpone dentro ele cuarenta días con­
tados clescle que se causó ]á ejecutoria; pero hay errores en esta 
opinión tanto en las premisas como en h consecuencia, según pa­
so á demostrarlo. 

4. Ante todo es indudable, que habiéndose expedido la ley 
Orgánica ele 14 ele Diciembre ele 1882, cuando regía en toda la 
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República la codificación moderna, esa ley no ha podido referir­
se sino al tecnicismo del derecho empleado en los códigos mo­
rlernos. El Congreso de 1882, legjslaha para hacer efectivo el 
recurso de amparo en todos y cada uno de los Estados de la Re­
pública, según la legislación en ellos adoptada. Luego al emplear 
las palabras scntencht que cause ejecutoria en el art. 57, las tomó 
y debió tomar en el sentido aceptado en los Códigos vigentes en 
los Estados. En la mayor parte de ellos se había aceptado, co­
mo en Tamaulipas, el Código del Distrito Federal de 15 de Agos­
to de 1872 y ya estaba vigente en el Distrito el Código de Pro­
cedimientos de 15 de Setiembre de 1880; luego es lógico infe­
rir, que el art. 57 de la Ley orgánica usa de las palabras senten­
cia que cause ejecutoria en el sentido en que la emplean los Có­
digos del Distrito federal de 1872 y 1880, que forman con sólo 
la excepción, á lo más de los Estados de V eracruz, México, Tlax­
cala y Guanajuato, la legislación universal de los Estados de la 
República. 

5. Pero aun cuando esto no fuera así, es evidentísimo, que 
no pudiendo ni debiendo la Ley orgánica atacar la libertad y so­
beranía de los Estados, las palabras sentencia que cause ejecut01·ia 
deben entenderse no como una fórmula genérica, sino como fór­
mula adaptable á la legislación de cada Estado. Se trata de vio­
lación de garantías en una sentencia que cause ejecutoria en cada 
Estado, según su legislación especial; luego lo racional y justo 
es no divagarse en premisas abstractas, buscando el tecnicismo 
del derecho en fórmulas generales de los doctrinarios ó de la le­
gislación antigua, sino reducir el estudio á los casos concretos 
de la legislación de cada Estado y argüir con presencia de los 
preceptos ele cada Código. Cuando un individuo se queja de vio­
lación de garantías en una sentencia que cause ejecutoria, lo hace 
y debe hacer, cuando la resolución judicial de que se queja me.:. 
rece la calificación de sentencia que cattse ejecutoria, confo:rme á 
la legislación de su respectivo Estado. De otro modo, se le su­
jetaría en este punto á la aplicación de leyes para él del todo 
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extrañas y no preexistentes, violándose en su contra la garantía 
del art. 1! de la Constitución. En consecuencia, el argumento 
sobre la definición de sentencia rjcwtoriada, ó de sentencia que cau­
se ejrcutoria, debe buscarse, en un caso concreto, en la legislación 
del Estado en donde se pronunció :- causó la violHción de ga­
rantías. 

6. De esto se infiere, que si el acto judicial violador ele las 
/ . . . . 

garantras no es una sentenCia, 111 menos una sentencia eJecuto-
riada conforme á la legislacion del respectivo Estado, no está 
dentro ele los términos del art. 3/ ele la Ley Orgánica, ni com­
prendida por tanto en el término de los cuarenta días. Ponga­
mos el ejemplo del auto de exeqüendo, que es en el amparo pe­
dido por mi poderdante, el ohjeto determinado y cardinal del 
debate. El auto de e,rrr¡iirndo no es una sentencia, conforme al 
art. 126, frac. 3~, del Código de Procmlimientos ele 15 de Agos­
to de 1872, vigente en Tamaulipas por decreto número 58 de 
27 ele Mayo de 1873, promulgado en 3 de Junio del mismo año 
por el Gobernador D. Servamlo Canales, porque srntencia, con­
forme á ese artículo es: "La resoluci6n judicial que pone fin ú 
la instancia decidiendo el asunto principal;'' y el llamado vulgar­
mente auto ele exeqüendo es una resolución que no pone fin á la 
instancia, decidiendo el asunto principal, porque esta decisión 
se verifica en la sentencia de remate, según el art. 1,074 del Có­
digo citado. Tampoco es una sentencia ejecutoriada, pues sólo 
se llama así en el art. 885, á las sentencias contra las que ya no 
cabe recurso ninguno, por haberse ejecutoriado en fuerza de la 
ley,. ó por consentimiento expreso ó tácito de los litigantes; y el 

auto de rxeqiiendo, si bien no es apelable conforme al art. 1,032, 
sí es revocable en la sentencia ele remate, en donde puede decla­
rarse que no ha lugar á hacer trance y remate ele los bienes em­
bargados, condenándose al ejecutante en las costas, según In 
prevenido en los arts. 1,07 4 y 1,075 del referido Código: luego 
es indudable que el auto ele exeqiiendo, según el Código ,-igen:te 
en Tamaulipas, no es sentencia, ni menos sentencia ejecutoriada. 
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b Qué motivo habría pa1~ calificar ese auto conforme á otra le­
gislación~ ~No sería esto aplicar á mis poderdantes y al caso 
concreto ur,a ley que no es ley para ellos, violando en su contra 
la garantía del art. 14 que exige en todo caso una ley preexis­
tente~ Y a la Suprema Corte ha concedido un amparo contra 
una sentencia de 2::- instancia pronunciada por la 2::- Sala del 
Tribunal Superior de Chihuahua, en que se negó el recurso de 
súplica, con fundamento de la ley ele 4 de :Mayo de 1857, expe-

. elida para el Distrito federal y no vigente en aquel Estado. Alu­
do á la ejecutoria pronunciada en 7 de Noviembre de 1887, en 
el amparo pedido por D::- Felipa Estavillo ele Ramos; y se fundó 
en que aquella ley no era ley del Estado, y por tanto no era la 
preexistente exigida en el art. H: ele la Constitución. 

7. Para que se palpe la necesidad que hay ele atenerse en cada 
caso especial á la legislación del respectivo Estado, nót8se la di­
versidad de apreciaciones relativas al auto de exeqiienclo. Según 
el art. 298 del Código ele procedimientos de Veracruz, el auto 

de excqiicndo puede llamarse sentencia, y es apelable en el efecto 
devolutivo, según ol art. 1,516. En unos Estados es apelable en 
el efecto devolutivo, y en otros es inapelable. Lo primero lo encon­
tramos establecido por ejemplo en el art. 1,038 del Código del Dis­
t:,ito federal; en el 97 4 del Código de Jalisco; en el1,014 del Có­
digo ele Tlaxcala y en el 964 del ele el Estado de México: lo se­
gundo lo preceptúan fuera del Código ele Tamaulipas, el art. 992 
del Código de N nevo-León; ell,032 del Cólligo de Coahuila y el 
898 del Código cl.o Morelos. Basten estos ejemplos para demos­
trar el imposible jurídico de sujetar la calificación ele una sen­
tencia ejecutoriada á una regla abstracta y universal, porque 
ella sería del todo atentatoria á la libertad y soberanía de los Es­
tados. 

8. U na vez demostrado que en el Estado ele Tamaulipas nun­
ca puede calificarse ele sentencia ejecutoriada el auto de exeqüendo, 

vienen otros argumentos del patrono ele ]a contraria. Dice: que 
aunque los autos no sean sentencias, ni ejecutoriadas, deben su-
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jetarse al cartabón de los cuarenta dí~s por la regla del derecho 
de que lo accesorio debe seguir la suerte de lo principal, y que 
siemlo en el juicio la sentencia ejecutoriada lo principal y acceso­
rias todas las demás resoluciones judiciales, estas deben sujetar­
se al mir-nno precepto del art. ;) 7 de la Ley orgánica. Pero el error 
está en llamar accesorias á las resoluciones judiciales. "Acceso­
rio," según el diccionario del idioma. es: "Lo que depende de lo 
principal;" y las resoluciones judic1al,cs anteriores á la sentencia 
ejecutoriada no dependen de esta. toda yez que subsisten por si 
mismas con anterioridad: y se trata de un amparo por violación 
de g'd.rantías contra una resolución judicial existente mucho an­
tes de que se pronuncie la sentencia Pjecutoriada. 

9. Insta todana el patrono del Sr. Castaños. pretendiendo 
que toda resolución judicial e;.;tá comprendida en el art. 57 de 
la Ley orgánica, ú fin de que el mupnro contra ella se interponga 
dentro del término de cuarenta días }}Or la regla de derecho: 
" Ubi eadem cst ratio eadem debet csse juris dispositio," pero no se 
toma el trabajo de decirnos cuál fné la razón de la ley para fi­
jar 'el término de cuarenta días, cuando se trata de una ¡oenten­
cia ejecutoriada; por cuyo moti Yo á mí me corresponde exponer­
la. El caso de la senfcwia ~jcodorir!rlrr supone ya un deLat~' pro­
lijo en todas las instancias sulJre lo;.; derechos controyerticlos y 
aún sohre la Yiolación ele garantías Yerii1cac1a en la 1': instan­
cia y alegada y sostenida por yÍa de agravio en la 2':; y en con­
secuencia, se trata de una cuestión que <le he suponerse bien plan­
teada y discutida, haciendo más fácil la resolución en el recurso 
de amparo, sin que haya necesidad absoluta de dejar pendiente 
la contienda y yacilantes los derechos adquiridos por la ejecuto­
ria. La cosa juzgada en la que se supone establecida la wrdad 
legal, merece el respeto debido otorgado por la legislación de to­
dos los países cultos; y por esto, si bien por respeto á las gttran­
tías individuales procede el amparo contra la com juzgada, por 
respeto á esta de he fijarse lm término corto y perentorio que con­
ciliando esos dos respetos, urja al Yen ciclo en la ejecutoria á pre-
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sentarse al juicio sobre violación de garantías, y no darle mucho 
tiempo para una controversia en que todas las probabilidades 
están en favor de su adversario. 

10. N o sucede lo mismo en cualquiera otra resolución judi­
cial, en donde no urge ni el respeto á la cosa juzgada ni la.ne­
cesidad de afirmar lo más pronto posible los derechos adquiridos 
por la ejecutoria engalanada con el prestigio de tribunales su­
periores y revestida del acatamiento otorgado á la verdad legal. 
Luego no hay ni puede haber la misma razón de derecho en el 
caso de cualquiera otra resolución judicial, cuya comparación 
está muy distante de la cosa juzgada. 

11. Se insta en tercer término, pretendiendo ser un absur­
do el que la sentencia ejecutoriada se sujete al estricto término 
de cuarenta días, y cualquiera otra resolución judicial al exten­
so plazo de seis meses, conce:1ido en la frac. 6~ del art. 35 de la 
Ley orgánica; pero en vista de las razones expuestas anterior­
mente, se conoce desde luego que no hay tal absurdo. Para cual­
quiera resolución judicial, fuera de la sentencia ejecutoriada, 
debe concederse más tiempo, porque entonces el respeto á las 
garantías individuales no tiene al frente la consideración vigo- · 
rosísima del respeto á la cosa juzgada y puede desenvolverse con 
la plena libertad exigida urgentemente para el goce de los dere­
chos del hombre reconocidos en la Ley fundamental, ni velándo­
se las violaciones verificadas por la autoridad judicial con las 
violaciones imputadas á cualquiera otra autoridad. 

12. En último término, se opone el gastado argumento de 
la mala redacción del texto de la ley en la frac. 6~ antes citada; 
y reformándola, se pretende inferir, que según ella el amparo es 
improcedente, no para negar el ingreso de la acción, sino para · 
declararlo improcedente en la senten~?ia definitiva. Para contes­
tar este argumento, es necesario construir el texto de la frac. 6~ 
en los términos pretendidos. Diría así, según mi adversario: No 

habrá lugar á sobreseer, si al tiempo de la ejecución del acto recla­

mado se protestó contra él ó se manifestó inconformidad, s1'empre que 
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el r.aso NO se encuentre comprendido en alg11na de las fracciones an­
teriores, y que el amparo se haya pedido dentro de los seis meses des­
pués de la riolación constitucional. De aquí se forma el siguiente 
argumento: N o se sobreseerá, si el amparo se interpuso con pro­
testa ó manifestación de inconformidad contra la violación de 
garantías, y dentro de los seis meses contados desde la violación 
constitucional; es así que la procedencia ó improcedencia del am­
paro son lo mismo que la concesión ó denegación aje nas al plazo; 
luego no debe sobreseerse, sino concederse ó neg<1rse el amparo 
en sentencia definitiva, en la cual puede declararse improceden­
te el amparo por haberse interpuesto fuera de término;· y como 
el amparo Caloca se ha interpuesto después de los cuarenta días 
del art. 57, por esto no se ha sobreseído sino declarado en defi­
nitiva pronunciada por el inferior, que el amparo es improce, 
dente. 

13. Este es en resumen el argumento de mi adversario en 
los dos diversos pasajes en que trata de la improcedencia del re-: 
curso interpuesto por mis poderdantes, en virtud de que habién­
dose pronunciado el auto de exeqü~ndo el15 de Enero de este año, 
se interpuso el amparo hasta el 4 de Ahril del mh;mo año, ó sea 
después del término de cuarenta días establecido en el art. 57 de 

• 
la Ley orgánica. 

14. N o es necesario perder el tiempo para refutar amplia­
mente este argumento, que tiende á dar por probada la propo­
sición extensamente refutada de que toda resolución judicial de-, 
be sujetarse al término ele cuarenta días establecido en el art. 57 
citado, para el efecto del amparo; y sencillamente expondré los 
errores de esa famosa argumentación. 

15. En primer lugar, las palabras finales de la frac. 6?- cuan­
do significan que no se sobreseerá en el amparo, cuando se in­
terpone dentro de los seis meses contados desde la violación de 
garantías, no significan que pasado el término tampoco se sobre­
seerá y se pronunciará sentencia definitiva, porque entre so­
breseer y fallar en definitiva hay el medio de desechar de plano 
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la acción intentada, pues es también un error el consignar, ma­
gistralmente, que la procedencia ó improcedencia del amparo p.on 
sinónimas de su concesión ó negación. El amparo como todo re­
curso es y puede ser improcedente por razón del tiempo y forma, 
ó por falta de fundamento en el fondo; en los primeros casos, se 
desecha de plano, y en el último en la sentencia definitiYa. En 
el defecto de forma se comprende la falta de personalidad, y pa­
ra este caso, ha declarado la Suprema Corte, que no debe sus-

. tanciarse el recurso como es de verse en la ejecutoria de Pablo 
Hernández fecha 26 de Julio de 1886, 1 y habría la misma razón 
para el caso del lapso del término, porque no deben perder el 
tiempo los Tribunales en sustanciar un recurso notoriamente im­
proct•dente por el lapso del término. 

16. Pero es inútil esta cuestión, cuando ya no estamos á los 
principios del juicio, única oportunidad para discutir, si el re­
curso debía ó no sustanciarse; está ya sustanciado, y lo que tra­
ta de saberse es, si el auto de exeqiicnclo es sentencia ejecutoriada, 
ó si aunque no,lo sea, debe sujetarse al término de cuarenta días 
para el efecto del amparo; y ya se demostró ampliamente, que 
no es sentencia ejecutoriada, y que n9 siéndolo, no es aplicable 
en el caso el artículo 57, sino la fracción 6 ~ del artículo 35 de 
la Ley orgánica; ó lo que es lo mismo, que ha podido interponer­
se con buen derecho después de cuarenta días y antes de los seis 
meses contados desde que se verificó la violación. 

17. Habiendo demostrado también que no es aceptable la 
antigua jurisprudencia por ninguno ele los fundamentos en que 
descansa, se infiere desde luego, que debe adoptarse la nueva ju­
rispruclenc;a, según la cual procede el amparo por aplicación 
inexacta de la ley en juicos civiles. Es, por tanto, llegada la vez 
de exponer y fundar esta jurisprudencia. 

l Semt:~nario'Judicial, tom. 11, pág. 304 . 
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La nuera jurisprudencia. 

l. En ninguna ejecutoria de las muchas en que se ha con­
cedido amparo por aplicación inexacta de la ley en juicios civi­
les, se ha expuesto mejor la nueva jurisprudencia, como en la 
pronunciada en el amparo interpuesto por D. Jacinto Lizárraga 
y e~ 1 Ahí se dice: 

"Considerando primero: que en el segundo inciso del artículo 

14 ele la Constitución, .c;e contienen las siguientes garantías: I. La 

aplicación de lryfis preexistentes. II. La aplicaeión exacta de esas le~ 

yes. III, Ln (tplicación rr-r(ticarla por el Tril,!owl preriamente esta~ 

bleciclo por la ley al ser el hombre juzgado y sentenciado"; y que en 

consecuencia, se viola la primera garantía, aplicando leyes retroacti~ 

vas en toda clase de juicios; se viola la segunda, enjuicias crimina~ 

les, dando extensión á la ley por igualdad ó mayoría de mzón á otros 

casos no expresos en ella; y en materia eiril, por wm ilegalidad no­

toria ó vwlaeión flagrante de la ley en r¡_ue se ha fundado la acción 

ó la excepción; y se úola la tercera garantía por constituirse un tri­

bunal con persona ó personas no llamadas por la ley para ejercer en 

el caso funciones judiciales, y por fallar en primera instancia el tri­

. bunal establecido para la segunda. 

2. Como se ve, sólo se expresaron en esta ejecutoria algunos 
de los modos de violar la segunda garantía contenida en el se­
gundo inciso del artículo 14 de la Constitución; pero los expre­
sados bastan para dar la norma ele la nueva jurisprudencia des~ 
arrollada en otras ejecutorias; por de pwnto, tenemos ya la pre­
misa de que se viola en juicios civiles la garantía de la aplicación 
exacta de la ley por ilegalidad notoria ó violación flagrante de 
la ley; y esta teoría es estrictamente justa y legal. 

1 Publicada en "El Foro" del viernes 18 de Enero de 1889 • 
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3. · Todo es discutible en este mundo, pues como decía el em­
perador J ustiniano: 1 "Nihil inter homines sic est indubitatwn, ut 
non, possit (licet aliquid sit valde justissimwn) lamen suscipere 
quamdam solicitam dibitationen." Y de aquí proviene la necesi­
dad de exigir, que la violación de la ley aplicable al caso sea 
flagrante copstitÚyendo una ilegalidad notoria, tal cual se exige 
en el recurso de casación. 

4. En este punto hay analogía entre el recurso de amparo y 
el de casación, y entre ambos y el antiguo de injusticia notoria 
de que tratan los doctrinarios. 2 En efecto: en el recurso de ca­
sación se exige que haya violación de la ley aplicable al caso, 
en su letra ó en su interpretación jurídica; en el amparo que la 
violación sea :flagrante ó notoria; y en el de injusticia notoria,. 
que no haya una duda razonable ó fundada en la aplicación de 
la ley. 3 

5. U ni ca objeción q1Íe sobre esto se opone es, que es impo­
sible conocer la injusticia notoria ó la >iolación flagrante de la 
ley, por el mismo hecho de que todo es disputable entre los hom­
bres; pero á esta objeción se responde, que el argumento prue­
ba tanto que nada prueba; si él tuviera algún valor jurídico ha­
bría sido imposible el recurso de injusticia notoria; sería impo­
sible el recurso de casación é imposible la responsabilidad de los 
jueces por violación manifiesta de la ley, ó por sentencia noto­
riamente injusta, como lo exige el art. 1,035 del Código penal 
del Distrito. 

6. Notoriedad significa: "Pública noticia de las cosas ó co­
nocimiento claro que todos tienen de ellas; y notorio es: lo pú­
blico y sabido de todos; luego al exigirse que h:1ya una injusti­
cia ó ilegalidad notoria, lo que se quiere es que, haya una injus­
ticia que se imponga á las conciencias inteligentes y honradas; 
ó como dice D. Joaquín Francisco Pacheco: 4 "cuando se exi-

• 
1 N ove la 44, cap. 1?, párrafo 3. 
2 El Conde de la Cañada. Juicios civiles, pa1tida 3\ cap. 5?, pag. 510 . 
3 El mismo Cañada en el lugar citado, pág. 527, núm. 47. 
4 Comentario al art. 269 del Código penal de España. 

• 

-
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ge una sentencia manifiestamente injusta, no debe bastar cual­
quiera injusticia, una ilegalidad dudosa, para cuya convicción 
sean necesarios grandes conocimientos y difíciles deducciones: 
ó bien fallos entre los que puede haber cuestión entre personas 
honradas y entendidas, porque entonces no hay injusticia no­
toria." 

7. La duda, por otra parte, debe versar sobre la letra de la 
leyó su interpretaciónjurídica·aplicable al hecho, ó sobre la exis­
tencia del hecho mismo; y no es imposible á los peritos en la 
ciencia percibir la duda de hecho, ó de dereeho. 

8. El Tribunal de ca._~ción es el vigilante de las leyes para 
que ellas se apliquen bien y uniformemente; no caigan en des-

• 

uso ni se desnaturalicen por enailas interpretaciones; 1 luego no 
sólo no es imposible sino fácil cuidar de la exacta aplicación de la 
ley en su letra ó en su interpretación jurídica, porque esta tie­
ne reglas establecidas en leyes preexistentes que sólo pueden es­
capar en su 0onocimiento y aplicación á los indoctos. Lo que es 
fácil al tribunal de casación debe serlo á los tribunales federa­
les, y especialmente á la Suprema Corte de Justicia, á donde 
vienen los sabios de nuestro Foro, las personas experimentadas 
en la ciencia del derecho. Es claro, que en cada debate sobre 
aplicación exacta de la ley, ó se trata de principios legislativos 
ya bien conocidos en la práctica, ó se trata de una ley rarísima 
de algún Estado, que forme excepción en aquellos principios; en 
el primer c::so no habría dificultad; en el segundo nadie más 
acucioso que los litigantes ni nadie más perito que los jueces ó 
los tribunales responsables para exponer la interpretación de la 
ley como la entienden; y nadie mejor que la Suprema Corte pue­
de ejerc8r en el caso las atribuciones concedidas á un tribunal de . , 
casamon. 

9. Al llegar á este punto, es bien claro que la fórmula para 
la aplicación exacta de la ley en el juicio de amparo, no puede 

1 Proyecto de ley presentado á las Cortes constituyentes españolas en 15 de Diciem· 
bre de 1869. 

• 

7 
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ser otra que la establecida para el recurso de casación; y si es 
posible ésta, debe serlo aquella. N o hay más diferencia entre es­
tos recursos, que el fin de su establecimiento; por el de casación 
so anula la sentencia notoriamente injusta y se pronuncia la que 
corresponde, y por el ele amparo se destruye esa sentencia, de­
jando al Tribunal competente que pronuncie la respectiva; en 
el uno se procede <Í. título de protección á las garantías indivi­
duales, y en el otro á título de unificar la justicia que debe ser 
como la ley, una para todos. 

10. Y o he ,isto siempre, señores l\Iagistrados, en la garan­
tía ele la apli(a(itÍn exacta ele la ley el reglamento práctico del 
principio democrático de la igualdad ante la ley. La ley exacta­
mente aplicada será siempre una para todos, y la di,ersielad ele 
inte~·pretaciones traerá la desigualdad ante la ley, favoreciendo 
á unos y perjudicawlo á otros; y por eso el Congreso constitu­
yente consignó como una garantía la aplicación exacta ele la ley, 
dejándoh al cuidado y ngilancia ele los tribunales federales. 
Ellos sabrán defender esa, garantía, como la defienden y deben 
clefonder, en su caso, los tribunales ele casación, porque no ig· 
norarán aquellos, como éstos no ignoran las reglas de interpre-

. ' tacwn. • 
11. Por una inconsecuencia inexplicable, á la vez que se re­

pugna la semejanza entre el recurso de casación y el recurso de 
amparo, se nos objeta por los defensores de la antigua jurispru­
dencia que la Suprema Corte á semej~mza del tribunal de casa­
ción no puede ni debe entrar á la apreciación de los hechos, ni 
aun h·atándose de juicios criminales, porque ni para ellos puede 
conyertirse el recurso de amparo en una 3 ~ instancia; pero á mi 
juicio hay en esto un error por falta de atención á las palabras 
del art. 1-l de que me estoy ocupando. Él exige una ley exacta­
mente aplicada al hecho; luego debe haber un hecho objeto dela 
aplicación de la ley; y si el hecho no existe no puede existir la 
aplicación exacta á ese hecho. ___ ._ 

12. La ley castiga, por ejemplo, al homicida alevoso con pe-
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na de muerte, y el amparo se pide fundándose en la no existen­
cia de la alevosía; y una de dos, ó se comete el absurdo de ne­
gar el amparo á pretexto de no deberse analizar el hecho, ó se 
analiza y se concéde el amparo; lo primero es insoste~1ihJe, por­
que exigiendo el precepto constitucional la existencia <1el hecho, 
lo primero que debe conocerse es tal existencia para decidir, si 
se ha aplicado ó no exactamente la ley al hecho existente. Sin 
un hecho que sirva de hase al juicio, el debate sohre l::t aplica­
ción de la ley sería meramente académico, y no se trata do una 
cuestión abstracta, sino de un caso concreto como en todo jui­
cio. En el caso del ho·nicidio no se trata de resolver si es ó no 

. constitucional la ley quo castiga al homicida alevoso con la pe­
na de muerte, sino la aplicación exacta de esa ley á un caso en 
que no existe la cualidad ele aleYosía en el homicida, á quien se 
castiga in :ustamente con la pena de muerte, aplicándole inexac­
tamente la ley. 

18. Esto mismo puede verificarse en los juicios civiles. Se 
trata, por ejemplo, de la nulidad de un testamento y en la sen­
tencia se declara nulo por falta ele un requisito sustancial; d do- · 
bate versa entonc0s sobre la existenc{a ó no existencia de eso re­
quisito, quejándose el recurrente en el amparo de aplicación in­
exacta de la ley al decidir la falta de tal requisito. ~Qué se ha­
ce entonces~ J Se niega el amparo á pretexto de no analizar la 
existencia del hecho~ & Se burla el derecho del tostador y el ele 
los herederos, como se condena á muerte á un hom hre con el mis­
mo pretextof No temo que pueda contestarse por la afirniatiya, 
porque la palabra hecho en el artículo constitncional no está pues­
ta de sobra, sino que significa algo real y práctico l[Ue debe te­
nerse en cuenta parala aplicación exacta de la ley. 

14. N o obstante ser tan claro lo que lleYo expuesto, me per­
mitiré agregar la explicación dacla en esto punto por la legisla­
ción antigua. En el auto 1 ?, tít 1 ?, lib. 2 de la Recopilación se 
mandó aplicar las leyes con la mayor exactitud, y para saber cuan­
do se falla contra ley expresa, lo declara la ley 3~, tít. 26, part . 
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3 ~:_·Contra ley ó contra jue1·o seyendo dado algún }ttijzio, non deue 
valer. E esto sería quando en la sentencia fuesse escrita cosa qne ma­
nifiestamente fuesse contra ley, como si dixesse: Mando que tal tes-

, 
tamento que fiso Fulan menor de catorce afios que val a. -El ejemplo 
es bastante claro, supuesto que estableciendo la ley 13, tít. 1 ?, 

part. 6~ que el mozo menor de catorce años no puede hacer tes­
tamento, la sentencia que declara que un fulano menor de cator­
ce años pudo hacer testamento, sería contraria á dicha ley 13; 
pero era de todo punto necesaria la existencia del hecho de que 

el tal fulano era menor de catorce años. Luego siempre es nece­
saria la comprobación de la existencia del hecho al que se refie­
ra la aplicación de la ley. 

15 .. Aún tratándose del recurso de casación los más rigoris­
tas doctrinarios convienen, 1 en que es objeto del recurso la 'apre­
ciación de los hechos que constituyen derecho, como son los con­
trat<>s cuya naturaleza constituye diverso derecho; no es por tan­
to absurda la calificación de los hecheos, cuando se trata; de la 
aplicación exacta de la ley á ellos; tal sería en opinión del Sr· 
Gómez de la Serna 2 el aplicar á un contrato que por sus cuali­
dades constitutivas apareciera ser contrato de compraventa, las 
leyes relativas al contrato de arrendamiento. Luego es insepa­
rable de la aplicación exacta de la ley la apreciación de los he­
chos. 

16. r .. os adversarios de la nueva jurisprudencia han preten­
dido, que es un absurdo el amparo contra las leyes del procedi­
miento, porque se multiplicaría e~ ejercicio de este recurso; aquí 
volvemos á la cuestión del mayor ó menor trabajo de los tribu­
nales federales y por toda respuesta podía yo decir, que si no son 
absurdos los recursos de casación y nulidad por violación de las 
leyes del procedimiento, tampoco puede serlo el amparo por el 
mismo motivo. Las formas sustanciales de los juicios son pre-

1 Véase Caravantes. -Ley de enjuiciamiento, iomo 3? desde el número 1,540, p>íg. 

484. 

2 Citado ahí por Caravantes . 
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cisamente la mejor salvaguardia de nuestros derechos; y tanto 
es asi, que el precepto de su observancia ha sido objeto del de­
recho constitucic:nal, como es de verse en los arts. 244 y 254 de 
la Constitución de 1812; en el art. 37 de la 5 ?- Ley constitu­
cional de 1836 y en el art. 182 de las Bases orgánicas. Y por 
esto se ha declarado la procedencia de la casación y nulidad por 
violación de h.s formas sustanciales de los juicios. Nada impor­
taría, que la Constitución declarara por ejemplo, la garantía de 
la propiedad, si esta puede ser arrebatada al hombre, violando 
las formas del juicio civil. Esa garantía debe ser práctica, y pa­
ra serlo, necesitan atacarse en su esencia los medios arbitrarios 
que la violan. 

17. Cuando en el art. 1! de la Constitución se consigna co­
mo una garantía la aplicación exacta de la ley, no es únicamentkl 
para la sentencia, y por eso se usa de las palabras nadie puede 
ser Juzgado ni sentenciado/ y el hombre es juzgado en el procedi­
miento. He aquí porqué en la Ejecutoria Lizárraga se aplica­
ron los principios generales de la violación flagrantkl de la ley y 
de la ilegalidad notoria aun en el proc-edimiento, considerando 
violada la ley por haberse admitido en el juicio ejecutiYo u u in­
cidente á todas luces ilegal; por haber admitido la interrención 
de una persona que no era parl<tl en el juicio; por haberse con.s­
tituído el Tribunal sentenciador en perito para determinar los 
gastos, daños y perjuicios sufridos por el actor y por haber re­
vocado el auto ele exeqiicndo que era inapelable, según el art. 1,032 
del Código de Procedimientos civiles del Estado de Yucatán. 
A este tenor se han dictado varias ejecutorias por violación de 
las leyes del procedimiento y puedo citar de pronto las siguien­
tes: La de 14 de Octubre de 1886, en el amparo promovido por 
H. Bournett; 1 la de 12 de Julio de 1887, en el amparo de Agus­
tín del Raso; 2 la de 1? de Marzo de 1888, en el amparo de D ~ 

1 "Semanario Judicial", tom. 11, págs. 375 y 376. 
2 Anuario de Jurisprudencia, afio IV, tom. 4'.', pág. 109 . 
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Juana García de Ovando; 1 la de 18 de Agosto del mismo año, en 
el amparo de D. Luis G. Estavillo; 2 la de 3 de Enero de 1889, 
en el amparo del Sr. Lucio Blanco, 3 y últimamente la del día 13 
de Junio actual, en el amparo de D. Ramón A.rteaga. 4 No es­
casean ejecutorias de esta clase en la antigua jurisprudencia; 
pueden citarse la de 23 de Enero de 1882, en el amparo de Da­
río Cash·o; 5 la de± de Febrero de 18·n, en el amparo de Fran­
cisco Ramírez y Socios, 6' y la de 19 ele Mayo ele 1881, en el am­
paro de Jorje Manuell. 7 

18. Hay en el procedimiento violaciones tan importantes, que 
por sí mismas constituyen la injusticia notoria ó violación fla­
grante de la ley con perjuicio de las garantías individuales: tal 
cosa sucede si se falla sin .estar acreditada la personalidad de los 
litigantes; si se ha omitido la prueba, ó se han negado los tér­
minos para ella, dejando sin defensa al litigante; todo esto que 
amerita el recurso de casación amerita v debe ameritar el am-

• 

paro; por esto se amparó á Francisco Ramírez y Socios, cuya 
personalidad jurídica, como demandados, no estaba acreditada 
en autos; se amparó á H. Bournett por falta de personalidad y 
por haberlo dejado sin prueba; y por esto se amparó también á 
Agustín del Raso y á Ramón Arteaga por falta de citación y 
audiencia. 

19. Un auto ó resolución judicial de inmediata ejecución que 

• 

produce el despojo de las propiedades, sin haberse observado los ~ 

requisitos de la ley, dan justo moti yo para el amparo; y por eso 
se amparó á D. Luis G. EstaYillo, cuyos hienes fneron secues-
trados por vía de providencia precautoria, con infracción flagran-
te de la ley; y por esto se amparó á D~ Juana García ele Ovando, 

1 Fué patrocinada por mí y corre el Toca por la primera Secretaría. 
2 También lo patrociné y corre el T.oca por la segunda Secretaria. 
3 Foro de 21 de Febrero de 1889. 
4 También patrocinado por mí y corre el Toca por la primera Secretaría. 
5 Semanario Judicial, tom. 4 °, pág. 484. 
6 Semanario Judicial, tom. 1 ?, pág. 255. 
7 Semanario Judicial, tom. 2?, págs. 84 y 85. 
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• 
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por haberlo dejado sin prueba; y por esto se amparó también á 
Agustín del Raso y á Ramón Arteaga por falta de citación y 
audiencia. 

19. Un auto ó resolución judicial de inmediata ejecución que 
produce el despojo de las propiedades, sin haberse observado los · 
requisitos de la ley, dan justo moti Yo para el amparo; y por eso 
se amparó á D. Luis G. Estanllo1 cuyos hienes fueron secues-
trados por YÍa de prondencia precautoria~ con infracción flagran-
te de la ley; y por esto se amparó á D~ Juana C+arcía de Ovando, 

1 Fué patrocinada por mí y C·Jrre el T·Jca pJr la prim":ra i:'ecretaría. 
2 También lo patrociné y corre el Tüca pJr la ~~gnn.Ja Sec-rdaria. 
3 Foro de 21 de Febrero de 1SS9. 
4 También patrocinado por mi y corre el Toca por la primera Secretaría. 
5 Semanario Judicial, tom. 4 ?, pá:;. 43!. 
6 Semanario Judicial, tom. 1 ?, pág. 255. 
7 Semanario Judicial, tom. 2?, págs. 84 y 85. 
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á quien se despojaba de sus bienes, violándose la verdad legal, 
como se verificó en el amparo de D. Luis E. Norman según la 

·ejecutoria de 27 ele Julio ele 1887. 1 

20. Se ha impuesto tanto á las conciencias jurídicas la pro­
cedencia el el amparo contra resoluciones judiciales de inmediata 
ejecución, que en el proyecto ele Código de Procedimientos fe-

• 

derales se ha consignado ese principio en el art. 2,297, cuya teo-
ría viene á comprobar una vez más la justicia de la nueva ju­
risprudencia. 

21. No puedo concluir esta materia sin llamar fuertemente 
la atención sobre el hecho de que en el pleno esplendor de la an­
tigua jurisprudencia, se ha ..:onsignaclo la teoría de que procede 
el amparo, si la nue>a ley de procedimientos fija reglas distin­
tas ó estal,lece distinto criterio para su apreciación; porque en­
tonces se da á la ley un efecto retroacti\o. ~ Este principio be­
llísimo aplicable á toda clase ele juicios, Yieno á demostrar que 
aún tratándose de las pruebas en un juicio, procede el amparo 
sin que haya ni el escrúpulo de que la Suprema Corte revisa la 
sentencia de los tribunales de los Estados, constituyei;tdo una 
tercera instancia, ni el escrúpulo de lastimar la libertad y so­
beranía de los Estados. Con>engamos entonces, en que el am-

• paro es tan justo por la nolación de las fonnas sustanciales del 
procedimiento, como es justo~ en el caso, el recurso de casación: 
y queda demostrada la bondad innegable ele la nue>a jurispru­
dencia, hasta por los principios sustentados por los autores y 
apologistas ele la antigua. 

• 

22. Creo con lo expuesto haber refutado palmo á palmo la 
antigua jurisprudencia y la interpretación errónea del art. 57 
ele la Ley orgánica, habiendo defendido también, en lo que co­
rresponde, la nueva jurisprudencia ele esta Suprema Corte. 

23. Si el juez ele Distrito de Tamaulipas, el promotor fiscal 
y el joven patrono del colitigante en el juicio civil y adversario 

1 Anuario ¡]e legislación y juri•prudeneia, año IV, tomo IV, pág. 170. 
2 Véa;,e la ejecutoria de 13 de Diciembre de 1881, tomo IV, pág. 141. 
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1 

de mis poderdantes, no invocaran la antigua jurisprudencia, ni 
la inconveniente interpretación del art. 57 de la Ley orgánica, 
me habría abstenido de e:;;cribir el anterior estudio; una vez es­
crito, entro ya sin ligas al debate concreto sobre el amparb pe-
dido por mis poderdantes. ' ~-

XI 

El auto de exeqüendo én el presente amparo. 

l. Con fecha 11 de Enero del corriente año presentó escrito 1 

el Sr. Lic. D. Jorge Cañedo ante el juez de 1 ~instancia de Tam­
pico, demandando ejecutivamente á los Sres. Santiaooo Caloca y 
O~ por la cantidad de $12,063 64 cs. El Sr. Cañedo compare­
ció en representación de D. Gregorio Cortina Basadre~ y presen­
ta un pagaré 3 que aparece firmado por D. Santiago Caloca por 
su propio derecho, otorgado á la orden de D. Juan Jo:;:é Casta­
ños, por la cantidad referida; su fecha en Tampico á 19 de Ma­
yo de 1886 y con plazo para el 31 de Diciembre de 1838. Este 
pagaré fué endosado á favor de D. Gregorio Cortina Basadre, 
á su orden valor en cuenta, en Tula de Tamaulipas á 10 de Di-

. . 
ciembre de 1888 4 y por falta de pago fué protestado por el Sr. 
Basadre en 1 f! de Enero de 1889 por medio del escribano Lic. 
D. Modesto Ortiz. 5 En el pagaré y consiguiente protesta fundó 
el Sr. Cañedo su demanda ejecutiva y justificó su personalidad. 
con un poder cuya escritura no da representación al Sr. Cañedo 
para ejereitar derechos propios del Sr. Basadre sino de D. Juan 
José Castaños, en nombre de quien y con facultades previas de 

1 Fojas 3 vuelta: y 4, Cuaderno de pruebas del promotor. 
2 Poder de fojas l. 
3 Fojas 2 al fin y vuelta. 
4 Fojas 2 vuelta. 
5 Fojas 2 vuelta y 3. 

• 
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que hace mérito el escril,auo, otorga poder al Sr. Cañedo. En 
efecto, en el poder que corre en autns 1 consta que en 8 de Ene­
ro de 1889 compareció D. • C>Ortina Basadre ante el es­
cribano l\1. Ortiz presentándole el poder conferido á su fa>or por 
D. Juan José Castaños en la ciudad de Tnla, con fecha 17 de 
Diciembre de 1885 ante el juez de 1~ instancia Lic. D. Benito 
1\Iartínez en que consta, al decir del la facultad de nom­
brar abogados defensores de Owtaños y la autorización de nom­
brar apoderados generalesóespeciales por escrito ó verbalmente; 
y usando Basadre de esta facultad concede poder especial al Sr. 
Lic. Cañedo para 1edarnar á D. Santiago Caloca y á su casa co­
mercial las cantidades debidas al Sr. Castaños. 

2. Tenemos hasta aquí dos irregularidades que anotar desde 
luego; sea la primera: que el pagaré aparece únicamente á car­
go de Santiago Caloca, y en el escrito se interpone la acción eje­
cutiva contra Santiago Caloca y 0~, poniéndose en juego el ar­
did de que en la. parte expositiva del escrito se hace mérito de 
que el deudor es Santiago Caloca, y en la conclusión, parte esen­
cial de la demanda, se dirige la acción contra Santiago Caloca 
y C~2 

3. La segunda irregularidad consi:o;te en que siendo dueño 
del pagaré D Gregorio Cortina Basadre, por endoso á la orden 

en cuenta, se demanda con la personalidad de D. Juan José Cas­
taño3 de quien era apoderado principal Cortina Basadre y SUS·· 

tituto el Lic. Cañedo. 
4. Cuando hay confusión en un escrito entre la parte expositi­

va y la conclusión se debe estar á esta, que es la parte esencial 
del ocurso, como consecuencia de los antecedentes expuestos; 
así lo enseñan los prácticos como el Sr. Peña y Peña. 3 En con­
secuencia, la demanda del Sr. Üa:ijedo ha sido interpuesta no 
contra Santiago Caloca sino contra Santiago Caloca y C=!- á cuya 

• 

1 Fojas l. 
2 Fojas 4 vuelta. 
3 Lecciones de Práctica forense, tomo 1 ?, págs. 139 y 142, núms. 8 y 9. 
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entidad moral y jurídica se refiere el pedimento de la deman­
. da, pues es un dislate suponer que Santiago Caloca, individuo 
de la sociedad, y Santiago Caloca y C~ son una misma persona. 
Sería tanto como ignorar el texto del art. 2,362 del Código civil 
de Tamaulipas, cuando dice: La sociedadforma 111Wpersonamo­
ral distinta de cada uno de los socios indiridualmente co11siderados, 
cuyo artículo concuerda con el358 del Código de Comercio. Re­
sulta entonces, con evidencia, que la demanda ejecuti\a fundada 
en un pagaré suscrito por Santiago Caloca no ha debido produ­
cir su efecto, ni en juicio ejecutivo, ni en juicio ordinario con­
tra Santiago Caloca y O:; No en juicio ejecutivo, porque el tí­
tulo ejecutivo debe referirse á la persona del déudor obligado al 
pago según el art. 1,035 relacionado con el 524 del Código de 
Procedimientos civiles; y no en el juicio ordinario, porque en la 

. demanda debe determinarse claramente la persona contra quien 
se proponga, adjuntándose los documentos en que se funde la 
acción, según los arts. 52± y 525 del Código citado. Y si el do­
cumento en que se funda la acción se refiere á otra persona, la 
demanda no está arreglada á derecho y debe repelerse, conforme 
al art. 527 del mismo Código. 

5. El endoso de un pagaré expedido á la orden trasmite la pro­
piedad al tenedor ó persona á quien se endosa, conforme á los 
artículos 793 y 914 del Código . de Comercio. Luego endosado 
el pagaré, fundamento de la demanda, por _D. Juan José Casta­
ños á D. Gregorio Cortina Basadre á sn orden valor en cuenta, 
quedó trasmitido en propiedad á este señor; y no ha podido D. 
Juan José Castaños tener acción para demandar su pago. La 
demanda se ha interpuesto en nombre de Castaños por el Sr. 
Lic. D. J orje Cañedo como su apoderado sustituto; luego ha fal­
tado la personalidad en el actor; porque no se representaba al 
verdadero acreedor que lo era Cortina Basadre, sino á persona 
diversa del dueño del pagaré; cuyo d0cumento servía de base á 
la acción ejecutiva. 

6. El juez, sin embargo, admitió la personalidad del actor 
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contra lo prevenido en el art. 1,029 del Código de Procedimien­

tos civiles; y una vez admitida, pronunció su auto de exeqüendo 
en 15 de Enero de 1889, 1 fundándose en la fracción 1 ~ del art. 

1,006 y en los arts. 1,029 al1,031 del Código de Procedimie;n­

tos civiles, cuyos preceptos ha -,iolado abiertamente. 

7. La fracción 1 ~ del art. 1,006 dice así: "Son títulos eje­

cutivos: 1? La primera copia de una escritura pública expedida 

por el juez ó notario ante quien se otorgó; y es tan claro como 

la luz meridiana, que el pagaré suscrito por D. Santiago Caloca 

á favor de D. Juan José Castaños, endosado por éste á favor de 

D. Gregorio Cortina Basadre, no es la primera copia de una es-

. entura pública. Luego el juez ha aplicado inexactamente la frac­

ción 1 ~ del art. 1,006 del Código de Procedimientos civiles y 
molestado en su persona á D. Santiago Caloca sin causa legal 

en que fundar el procedimiento, Yiolando así ]as garantías Je los 

arts. 14 y 16 de la Constitución. 

8. Es tan absurdo llamar escritura pública al pagaré, que 

defendiendo el Sr. Lic. D. J orje Cañedo el procedimiento del 

juez, al contestar la comparecencia de oposición, 2 ha refugiádc­

se en un argumento estudiantil, diciendo: "que se ha despachado 

por el acta de protesto que es la primera copia de una e;;critm<l 

pública; y forma en sustancia el siguiente silogi:;:mo: "El acta 

del protesto es una escritura pública conforme á la fracción 1 ~ 

del art. 660 del Código de Procedimientos ciYiles; y la copia ad­
junta á la demanda es la primera copia de esa escritura; es así 

que la primera copia de una escritura es título ejecutivo, según 

la fracción 1 ~ del art. 1,006 del Código citado; luego el acta del 

protesto es título ejecutivo. Impunemente se puede negar al Rr. 

Cañedo la proposición mayor, porque ni el protesto es una escri­

tura pública, ni la primera copia del acta del protesto protoco­
lizada es la primera copia de una escritura. 

9. Escritura pública es: "El escrito en que se consigna una 

1 Fojas 5, Cuaderno de pruebas y 30 Cuaderno principr.l. 
2 Cuaderno de pruebas del promotor, fojas 25 vuelta y 26 . 
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disposición ó un convenio otorgado por ante escribano público;" 1 

- . 
ó bien: " La que se hace por escribano público en presencia de 

-las partes que la otorgan con asistancia de dos testigos, firmán­
dola los interesados, ó por su ruego alguno de los testigos, ó el 
mismo escribano." 2 Bajo la inteligencia de e.-tas definiciones' 
dice así el art. 661 del Código de Procedimientos cirues: "Por 

instrumento original se entiende la primera copia UJ)Hiiila por el 

notario ante quien se otorgó el contrato, ó pa.-.6 el ado á r¡w' aquel se 

refiere;" y el protesto ni es un contrato ni t-s un acto ó disposi­
ción del otorgante, como el testamento, por ejemplo: es única­
mente el acta formada ante el funcionario público autorizado 
por la ley, en la que· se hace constar, bajo las formalidades de­
terminadas por la misma ley, la no aceptación de las letras de 
cambio, ó el no pago de estas letras, ó de un pag-aré mercantil 

- ' 
conforme á los arts. 875, 887 y 916 del Código de Comercio; a 

y en consecuencia, no es ni un con\enio, ni un acto del reque 
rido para la aceptación ó pago: l·or lo mi:cmo no es ni puede ser 
una escritura pública, como no lo e:':' una notificación ni cualquie­
ra requerimiento jurídico autorizado por escribano. Tan es así 

' que el protesto puede verificarlo hasta un alcalde municipal y 
depositarse simplemente en el archivo de la municipalidad, con­
forme á los arts. 880 y 888 del Código de Comercio. El protes­
to, por otra parte, no tiene por objeto ejercitar alguna acción en 
él fundada contra el requerido, sino la conservación de los dere­
chos del tenedor contra las personas responsables al pago, con­
forme al art. 890 del Código de Comercio; por manera, que sólo 
sirve para conse1Tar los derechos preexistentes constantes en el 
ilocumento mercantil; pero no da por sí mi8mo un derecho inde­
pendiente, ni menos ejecutiyo, 

10. No es el protesto ni el reconocimiento jurídico del docu­
mento privado, porque este reconocimiento se debe yerificar ante 

. 1 Escriche, artículo Instrumento público. 
Z Escriche, artículo Escritura pública. 
3 Véase Zamorano, "Letras de cambio," tít. 7, lib. 2~, cap. 1 ?, pág 133. 
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el juez competente y bajo la protesta de ley, como lo manda el ar­
tículo 1,006, fracción 4~ del Código ~e Frocedimientos civiles, 
con laeual concuerda la fracción 3~ del ~rt. 1,507 del Código 
de Comercio. 

11. Tres condiciones se requieren para que una demanda sea 
ejecutiva: Primera. Que se formule en los términos prevenidos 
para la ordinaria. 1 Segunda. Que esté bien acreditada la per­
sonalidad del actor; 2 y tercera. Que el título sea ejecutivo; y en 
nuestro caso ni la demanda está formulada en los términos pre­
venidos para la ordinaria; ni está acreditada la personalidad del 
actor ni el título es ejecutiv.o. 3 Lo primero se demuestra con 
sólo el hecho de no determinar la persona contra quien se pro­
pone la demanda, supuesto que se designa en la parte expositi­
va á Santiago Caloca y en la petición á Santiago Caloca y C~, 
y adjuntando un documento que funda acción contra la persona 
de Caloca y no contra la persona moral de Caloca y C~, violán­
dose las pravenciones ele los artículos 524 y 525 relacionados con 
los artículos 6 y 17 del Código de Procedimientos civiles. La 
falta de personalidad está demostrada con sólo el hecho de ser 
el poder ejercitado por el Lic. D. Jorje Cañedo para gestionar 
en nombre de D. Juan José Castaños v no en nombre de D. Gre-- . . 
gorio Cortina Basadre, dueño del título fundamento de la acción 
ejercitada; y por último, que el título no es ejecutivo se demues­
tra por el simple hecho de ser el pagaré un documento privado 
al cual falta el requisito exigido en la fracción 4~ del art. 1,006 
del Código de Procedimientos civiles, de ser reconocido bajo pro• 
testa ante autoridad judicial competente.· En consecuencia, en 
el auto de exeqüendo de 15 de Enero de 1889 ha infringido el 
juez de Tampico Lic. D. Hamón Alemán, los arts. 1,006 en su 
fracción 4~ y 1,028 relacionado con los 524, 525, 6 y 7; 1,029 
y 1,031 del Código do Procedimientos civiles, aplicando inexac-

• 

1 Art. 1,028 del Cócligo de Procedimientos civiles. 
2 Art. 1,029 del mismo Código. 
3 Arts. 1,029, 1,006 y 1,031 del mismo Código . 
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tamente esos artículos y molestando al demandado'Bea D. San­
tiago Caloca, sea la sociedad titulada "Santiago Caloca y O~," 
sin causa legal en que fundar el procedimiento, con cuyos actos 
ha violado las garantías de los arts. 14 y 16 de la Constitución. 

12. N o sólo en esto ha sido atentatorio contra las garantías. 
individuales el auto de exeqüendo sino en haber df:-5}Xlehado eje­
cución-contra los bienes de D. Santiago Caloca y en haber nom­
brado un ministro ejecutor para hacer efectivo el auto. Lo pri­
mero es irregular no sólo por la forma sino por la eSl'ncia. El 
demandado en la petición del libelo de demanda er-a la sociedad 
"Santiago Caloca y 0~" y el auto ele exeqüendo debió ser con­
forme con la demanda; y si ella era inepta, debió repelerse; pe­
ro nunca despachar ejecución contra persona á quien no se re­
fería el pedimento ele la demanda. Que la sentencia debe ser con­
forme con la demanda es un principio tan elemental que fuera 
injurioso para la ilustración de los señores )lagistrados intentar 
demostrarlo, para inferir qne el auto de exeqüendo, á semejanza 
de una sentencia, debe contener, so pena de nulidad, las mismas 
personas que han sido objeto de la demanda, según la :filo,:ofía 
del art. 1,613, fracción 2~ del Código de Procedimientos civiles 
de Tamaulipas, concordante con el art. 711, fracción 2~ del Có­
digo de Procedimientos civiles del Distrito federal y con las le­
yes 16 y 20, título 22, P. 3~ 

· 13. Al nombrar el juez un ministro ejecutor como nombró 
de hecho á D. Alberto Barverena, 1 se excedió de sus faculta­
des, porque si es verdad que el art. 1,035 del Código ele Proce­
dimientos civiles exige que el minish·o ejecutor del Juzgado ha­
ga ante el escribano el requerimiento ele pa~o al deudor, también 
es cierto que en la planta de los juzgados de Tamaulipas no hay 
un ministro ejecutor. Tengo á la >ista la ley sohre administra­
ción ele justicia número 39 de 28 ele Setiembre de 1880 y en su 
art. 3? no se numera para los juzgados 1m mini~tro ejecutor, y 

1 Auto de 15 de Enero de 1889 y mandamiento de ejecución fojas 5 y vuelta, cua­
derno de pruebas del promotor. 
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el juez no ha podido inventar ese nombramiento, porque confor­
me al art. 90 de la Constitución del Estado todas las formali­
dades. de los procedimientos judiciales deben ser arregladas por 
las leyes, y según el 87 de la misma Constitución sólo debe ad­
ministrarse justicia en la forma que prevengan la Constitución 
y las leyes. 

14. Aun permitiendo que pudiera nombrarse por el juez un 
ministro ejecutor que no fuera ni escribiente del juzgado, como 
se verificaba en la antigua práctica, el juez debió asistir á la di­
ligencia con el ministro ejecutor porque el art. 1,035 antes ci­
tado exige, que el ministro ejecutor requiera al deudor ante el 
escribano y el art. 7 clel decreto número 58 de 27 de Mayo de 
1873 1 dispone que las funciones encomendadas por el Código 
de ProcecliE~ientos civiles á los secretarios ele los juzgados de 1 ~ 
instancia, se desempeñen por el escribano actuario y donde no 
lo haya, por el juez, y el art. 30 del decreto número 4 ele 20 de 
Abril de 1861 dispone, que á falta de esc:..ibano actúen los jue~ 
ces con testigos de asistencia; luego es claro que á falta de es· 
cribano el juez con sus testigos de asistencia ha de suplir al es~ 
cribano ante quien haga el ejecutor el requerimiento. 

1fl. Se pretende por el Sr. Lic. Cañedo ~ que estuvo bien 
practicada la diligencia de ejecución con el ministro ejecutor 
asociado de sus dos testigos de asistencia como lo previno el juez 
en el mandamiento ele ejecución; 3 pero ninguna ley de procedi­
mientos clel Estado autoriza esta clase ele diligencia; y si bien 
ella se acostumbraba en la antigua práctica, el art. 10 clel decre­
to número 58 antes citado derogó todas las leyes y prácticas an­
tiguas; y si los jueces no han ido á suplir en las diligencias de 
ejecución á los escribanos, este es un abuso que no constituye . 

1 Poseo la colección de estas leyes que me regaló el Sr. Gobernador Canales; las más 
en copias manuscritas certificadas por el Oficial mayor D. Martín de Jesús Sánchez y otra 
con la firma del Sr. Secretario D. Adalberto Torres. 

2 Fojas 27, cuaderno de pruebas del promotor. 
3 Fojas 5 vuelta. 
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. 

ley, conforme al art. 9 del Código civil del Estado, á la vez que 
el art. 89 de la Constitución prohibe á los jueces suspender el 
cumplimiento de las leyes y ell22 del mismo Código Político 
prohibe á las autoridades dispensar la ohser>ancia de la Consti­
tución. Luego bajo ningún concepto pudo el juez dejar de au~ 
torizar la diligencia de ejecución; y como el auto de exeqüendo 
y el mandamiento de ejecución pre>inieron que el ministro eje­
cutor fuera á hacer el requerimiento con sus testigos de asisten­
cia, sin mandar que lo verificara ante el juez y sus testigos de 
asistencia, se violó con ese hecho en el auto de exeqüendo y man­
damiento de ejecución el art. 1,035 del Código de Procedimien­
tos civiles . 

• 

XII 
• 

La diligencia de ejecución. 

l. En virtud del mandamiento de ejecución se presentó el mi­
nistro ejecutor Alberto Barverena con sus testigos de asistencia 
Alejo R. López y Rafael Maranto, en unión del Lic. D. Jorje 
Cañedo y del ejecutante D. Gregorio Cortina Basadre, en la ca­
sa núm. 1:0 de la .calle de La Ribl:lra, asiento de la negociación 
conocida con el nombre de Santiago Caloca y O~, 1 cuya circuns­
tancia está acreditada en la clá-¡¡sula 5~ de la escritura de cons­
titución de la Sociedad 2 y en el Registro de matrícula de la pro­
pia Sociedad.3 

. 2. Ahí se hizo á O aloca la notificación de pago y á pesar de 
. sus repetidas y enérgicas protestas y de haber manifestado fran­

ca y lealmente que no tenía más bienes propios independientes 
delfondo_social que dos Chalanes conocidos con el nombre de San · 

' 1 Fojas 6, cuaderno de pruebas del promotor. 
2 Fojas 3 á 5, cuaderno de pruebas de Caloca. 
3 Cuaderno de prue1fas del promotor, fojas 100. 

J . \ ,_, 

• 
.,) 
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Juan y de Tamuin 1 los cuales señalaba, para que se trabara eje-
cución. El ejecutante pidió se abriera la caja de la casa que el 
ejecutor mandó abrir 2 y se embargó en seguida gran cantidad 
de mercancías de la propia casa 3 y esto repitiendo Caloca á ca­
da paso sus protestas como gerente de la sociedad "Caloca y 0~" 
por los ultrajes que se estaban infiriendo á los bienes y derechos 
de la sociedad. A mayor abundamiento, se presentó en el acto de 
la diligencia Don Ildefonso Zubíre 4 como representante jurídico 
de Don Tomás Caloca socio comanditario de la sociedad Santia­
go Caloca y O~, haciendo iguales protestas. 

3. Con estos "itechos se violaron ele una manera notoria y fla­
grante los arts. 360 y 361 del Código de Comercio. El primero 
contiene este precepto categórico: Los acreedores particulares de 
un socio no tienen derechQ para rmbarg((r el fondo social. Está vis­
to que el pagaré objeto ae la demanda está suscrito únicamente 
por Sa11tiago Caloca y no con la firma ó razón social de Santia­
go Caloca y O~; entidad moral que- no existía á la fecha delpa­
garé, 19 de Mayo de 1886, 5 por haberse constituído, según la es­
critura antes citada, hasta el 18 de Noviembre del mismo año 
·de 86 6• Luego el acreedor de Santiago Caloca, Don Gregorio Cor­
tina Basadre, tenedor del pagaré, no tuvo derecho para pedir el 
embargo del fondo social ni el ministro ejecutor la facultad pa­
ra trabar ejecución en bienes de ese fondo. El único derecho del 
acreedor por tratarse de un crédito anterior al establecimiento 
de la compaílía, era pedir se pusiera ésta en liquidación respecto 
del deudor, y que los representantes de la compañía pusieran á 
disposición de la autoridad judicial la parte correspondiente al 
deudor, tanto en utilidades como en capital, según los textos ex­
presos de los arts. 360 y 361 del Código de Comercio. 

1 Fojas 8, cuaderno de pruebas del promotor .. 
:¿ Fojas 7, vuelta, cuaderno de pruebas del promotor. 
3 Fojas 8, vuelta y siguientes, cuaderno de pruebas del promotor. 
4 Fojas 7, vuelta, cuaderno de pruebas ael promotor. 
5 Fojas 2, vuelta, cuaderno de pruQbas del promotor. 
6 Cuaderno de pruebas de Caloca, fojas 3 á 5. 

9 
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4. U na vez embargados los bienes de la sociedad y presen-
tada al juez el acta de ejecución, la aceptó como arreglada á de­
recho y como bien embargad.:JS los bienes del fondo social, pro­
nunciando el auto de citación de remate, en 23 de Enero de 1889. 1 

Quedó así consumado el despojo de los bienes de la sociedad 
Santiago Caloca y C~ violándose los arts. 360 y 361 del Código 
de Comercio, y con ellos las garantías de los arts. 1-1 y 16 de la 
Constitución, por haberse aplicado inexactamente la ley y ha­
berse molestado á la sociedad Calo ca y C ~ en sus posesiones ,-in 
causa legal en que fundar el procedimiento. 

5. Se violó además la garantía del art. 4? de la Constitución, 
porque secuestrados arbitrariamente los bienes de la sociedad, 
se hirió en esta persona moral la libertad de aprovecharse de los 
productos de su trabajo, toda vez que las mercancías secuestra­
das son improductivas en el giro mercantíl. 

6. Aquí continú~n los argumentos estudiantiles del Sr. Lic. 
Cañedo. No niega este señor la existencia de la sociedad, tam­
poco niega que sean suyas las mercancias y efectos embargados, 
y conviene en que la sociedad no está obligada á pagar los cré­
ditos particulares del socio D. Santiago Caloca; pero sí ofrece 
probar desde luego que la sociedad hizo suyas para con el acree­
dor D. Juan José Castaños las obligaciones particulares de D . 

• 

Santiago Caloca, 2 y al efecto, presenta dos cartas suscritas por 
D. Miguel F. Rodríguez apcderado de la compañía, por las cua­
les consta que la sociedad tomó á su cargo pagar el resto de un 
pagaré anterior, cuyo vencimiento fué el 31 de Diciembre· de 
1887, pues en virtud de no haberse verificado por D. Santiago 
el pago total en la fechn, y de haber tenido un arreglo para el 
pago de$ 4,000 que faltaban, se extendieron cuatro vales de á 
mil pesos, suscritos por la sociedad Santiago Caloca y C~ 3 

7. De estos antecedentes forma el Sr. Cañedo el argumento 

1 Fojas 17, vuelta, cuaderuo de pruebas del promotor. 
2 Fojas 91, vuelta, cuaderno de pruebas del promotor. 

3 Fojas 92, vaelt'l., cuaderno de pruebas del promotor. 

1 
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siguiente: La sociedad aceptó vales para amortizar el pagaré de 
31 de Diciembre de 1887 otorgado á favor de D. Juan José Cas­
taños; es así que el pagaré de 31 de Diciembre de 1888 en que 
se fundó la acción ejecutiva tiene el mismo origen á favor de D. 
Juan José Castaños, que el que tuvo el pagaré anterior; luego 
la wciedad Santiago Ca1oca y C~, ha hecho suyas las obligacio­
nes del socio Santiago Caloca y está obligado á solventar el va­
lor det pagaré de 31 de Diciembre de 1888. 

8. No se necesitan esfuerzos de lógica para probar lo absur­
do del silogismo, entre cuyas premisas no hay ilación. Descansa 
el sofisma en darse por SUJ•uesta la verdad de que el comerciante 
que una >ez extiende >ales para garantía de otro comercian­
te deudor, á fin de solventar una sola deuda. hace suyas todas 

. ' . 
las obligaciones y se constituye :fiador deudor principal para el 
pago de todas las deudas del deudor agraciado, ú c1uien ~e quiso 
salvar de un sólo compromiso. Es esto tan insostenible y á la 
vez tan irritante, que por toda respuesta debe dejarse este ale­
gato para la censura y admiración de las conciencias honradas -
é imparciales. 

9. Lo que hubo en este asunto fué, que no habiendo podido 
cubrir D. Santiago Caloca en su plazo los $12,063 6-! cs. nlor 
del pagaré suscrito por él con plazo al31 de Diciemhre de 1887, 
dió en efecti>o la cantidad de $8~063 6-! c;.;. y pidió plazos para 
el pago de los $4,000 restantes~ otorgando vales con los núms. 
100, 101, 102 y 103 firmándolos para mayor garantía, con con­
sentimiento de su rocio D. Tomás Caloca, con la razón social de 
Santiago Caloca y~~ porque nol)leza obliga, y el otorgamiento 
de plazos engía conceder á D. Gregorio Cortina Basadre la in­
dicación de la respon._<:.abilidad de la firma social. Así explica Ca­
loca esta operación, cuando te le exigió reconociera la firma so­
cial de los vales referidos; 1 pero nunca esta generosidad de la 
firma social concretada al ¡.ago de los cuatro vales, puede argüir 
ó significar una fianza de la firma social para todas las deudas 

1 Cuaderno de prnebas del promvtor. foja• ;;~ TUe!ta. 
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personales de Santiago Caloca hacia D. Juan José Castaños. El 
consentimiento tácito se comprueba por hechos de los que nece­
sariamente se presuma, conforme al art. 1,403 del Código civil; 
y está visto que la generosidad de aceptar cuatro vales de á mil 
pesos cada uno, no es antecedente del que necesariamente se in­
fiera la fianza de todas las deudas del socio Santiago Caloca, fa­
vorecido con la firma social para el pago de los cuatro vales, y 
sobre todo, la fianza mercantil debe contraerse necesariamente por 
escrito, sin lo cual es de ningún valor ni efecto, conforme al art. 
668 del Código de Comercio. Véase, entonces, lo baladí del ar­
gumento del Sr. Cañedo, quien no niega ni la existencia de la 
sociedad Santiago Caloca y O~ ni que sean de ella las mercan­
cías embargadas, 1 cuyas facturas presentó en juicio el represen­
tante de la sociedad y corren en autos. 2 

10. Fuera de lo ilógico y· antijurídico del argumento, hay 
que notar que se cambia la acción en el curso del juicio; y se 
usa de la artería forense de considerar denclor en la demanda á 
Santiago Caloca y de pedir en conclusión el embargo para San­
tiago Caloca y O~ Se despacha la ejecución contra la persona 
y bienes ele Santiago Caloca; se embargan bienes de la socie­
dad, y para sostener este procedimiento absurdo, se invoca un . 
nueuo título alegando fianza ele pagador principal ú obligación di­
recta ele la sociedad; título no presentado con la demanda eje­
cutiva, y que en su clase no es ni puede ser título, conforme al 
art. 668 del Código de Comercio. El título de la acción la ca­
racteriza, conforme á los arts. 1í y 59 del Código de Procedi­
mientos ci>iles: luego si es clin•rso el título de la acción, la ac­
ción es diversa; el título de fianza invocado en el curso del juicio, 
ES diverso del título ele deuda que sirvió de fundamento á la de­
manda, é intentada una acción no puede abandonarse para in­
tentar otra, porque lo prohibe el art. 50 del Código de Procedi­
mientos civiles. Luego bajo ningún aspecto ha podido embar-

1 Fojas 91 vuelta y 93, cuaderno de pruebas del promotor. 
2 Dest!c la foja 81 á la 90 del primer cuaderno de pruebas. 
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garse el fondo social de la sociedad Santiago Caloca y C~ por la 
deuda particular del socio Santiago Caloca, y se violaron, corno 
sa ha derncstrado, los arts. 360 y 361 del Código de Comercio y 

con ellos las garantias de los arts. 14, 16 y 4 de la Constitución 
federaL 

• XIII 

La exhibición de libros Y balances . • 

l. No pararon las irregularidades y atropellamientos en el 
embargo de los bienes de la sociedad Santiago Caloca y 0::, se 
la ha sujetado á mayores humillaciones por el juez de 1:; instan­
cia y por su sustituto el alcalde constitucional D. Miguel Rui­
señor, apremiando á los representantes de la sociedad á la exhi­
bición de libros, balances y correspondencia privada. 

2. El Sr. Lic. Cañedo pide se requiera al representante de 
la Compañía para la exhibición de los libros Mayor, de Caja y 
Diario; los balances practicados desde el año .ele 1886; el paga­
ré amortizado de 31 de Diciemhre ele 1887 y los cuatro vales á 

• 

él referentes 1 y el Juez ele 1:; Instancia provee de conformidad 
en auto ele 7 de Marzo de 1889; 2 y recusado este Juez, y pasa­
dos los autos al alcalde constitucional, el nuevo apoderado del 
ejecutante Lic. D. Vicente Garcilazo amplió las peticiones, hasta 
el grado de pedir la exhibición clellihro copiador ele 0artas para 
que se compulse la carta privada escrita por D. Santiago Calo­
ca y dirigida á su hermano D. Tomás Caloca, residente en Gua­
najuato, con fecha 28 ele Noviembre ele 1888; 3 el alcalde cons­
titucional proveyó de conformidad, 4 y el representante de la 

• 

1 Cuaderno de pruebas del promotor, fojas 34 y 35. 
2 Idem, fojas 35, vuelta. 
3 Idem, fojas 42 y 51. • 
4 Fojas 43 y 54, Cuaderno de pruebas del promotor . 
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Compañia se opuso repetidas veces; intentó el recurso de revo­
cación contra el auto sobre exhibición de libros y documentos; 
pero se desechó el recurso 1 y se requirió al representante con 
multas de 50 y de 100 pesos. 2 

3. Por fin se practicó la diligencia, exhihit:nd.o::.;;e los libros 
y documentos á satisfacción del ejecutante, :; con la circunstan­
cia, de que al llegar á la exhibición de los balancb. >o:>lnó á re­
sistirse Caloca, y se le conminó con la multa de 10(1 r~: se 
resistió de nuevo Caloca, y pidió Garcilazo el apremio de pri­
sión, hasta que revelando Caloca lo sustancial de los balances, 
quedó conforme el Sr. Garcilazo. 4 

4. La exhibición total de libros sólo puede decretarse en los 
casos de sucesión comercial, quiebra, liquidación ó traspaso, con­
forme al art. 75 del Código de Comercio, y nunca en el caso de 
un litigio; y en el present€ se pidió y decretó la exhibición to:•tal ele 
libros, con la circ;mstaneia agramnte, de que se aprowchó la par­
te actora de la traición cometida contra la sociedad solwe reye­
lación minuciosa y pormenorizada ele los asientos de los libros 
prohibida en el art. 74 del mismo Código, teniendo la exhibición 
por objeto el que se revelara el estado ele la sociedad hasta por 
medio de los balances, cosa á la que no pudo o bligársele, con pre­
texto del crédito particular del socio Caloca, ni menos con el 
pretexto de la supuesta fianza prestada por la sociedad en favor 
del mismo Caloca; ni mucho menos, cuando se habían embarga­
do previamente bienes ele la sociedad. 

5. El art. 74 prohibe la revelación de los secretos cont'eni­
dos en los libros de los comerciantes; su revelación es un delito, 
y hacer que se cometa para aprovecharse de sus efectos, ó sólo 
este aprovechamiento, es contrario á las buenas coshunbres; y 
nunca debe decretarse una prueba que adolezca ele este vicio re-

1 Fojas 39, 41, vuelta y 46, cuaderno tle prnebas tlel promotor. 
2 Fojas 47, 48 y 55, ítlem. 
3 Fojas ií 7 y siguientes, ídem. 
4 Fojas 61 y vuelta, ídem. y fojas 63 á 65, vuelta, ídem. 

• .... 
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pugnante, por prohibirlo el art. 576 del Código de Procedimien­

tos civiles. 
6. Prohibida la exhibición total de libros en el art. 75, se pi­

dió y decretó esta exhibición contra derecho y no debió decre­

tarse por prohibirlo el art. 576 del Código de Procedimientos 
civiles. 

7. Lo único que pudo pedir la parte actora, fué, conforme al 
art. 361 del Código de Comercio, que la sociedad se pusiera en 
liquidación respecto del deudor: y- esta liquidación la pudo y de­

bió practicar la Compañía con entera libertad, nombrando su 
liquidador conforme á los arts. 63, 478 y siguientes del Código 
de Comercio; pero nunca sujetarse á las exigencias del coliti­
gante para hacer á gusto ele ~-;ite m1a liquidación caprichosa, irre­
gular, capciosa y deficiente C(•lliO ,;ce preten,-lió en el caso. 

8. Son tan sorprendentes estos pro(:eclimientos, que no ha 

podido menos el honrado promotor fiscal, 1 que llamarlos "gran­
des irregularidades, producto de la ignorancia de los que adminis· 

iran justicia en el Estado, y que no podrán verse con incliferen· 
cia por aquel Tribunal Superior, ya que su magisterio tiene por 
objeto el cumplir y hacer culllplir las leyes.·· 

9. Es notable taml)ién~ que ni el patrono ele los Sre;.;. D. 

Juan José Castaños y D. Gregorio Cortina Basaclre, al presen­

tar su alegato ante esta SuprE·ma Corte, casi no haya tenido una 
palabra de defensa para los procedimientos del Juez propietario 

y sustituto de Tampico, concretándose á sostener bizarramente 
la impro\:eclencia del rec11rso ele amparo; apenas dice alguna co­

sa sobre la inmoral y repugnante exhibición ele libros, preten­

diendo que era parcial, autorizada por el art. 75 del Código de 

Comercio y de todo punto ineludible, por no proceder contra el 
auto que concedió la prueba más recurso que el ele responsabi­

lidad, según el art. 595 del Código de Procedimientos, y sien­

do procedente el apremio conforme al art. 77 del Código de Co-
• merCio. 

1 Fojas 67, cuaderno principal. 
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10. Repito que la exhibición de libros pedida y decretada 
fué total, porque tenía por objeto esencialísimo averiguar por 
ellos y por los balances el activo y pasiro de la sociedad como se 
ve en la comparecencia de 6 de Marzo, 1 en que pidió el Sr. Lic. 
Cañedo la exhibición de libros y documentos, y en su rectifica­
ción del dia 7; ~y la revelación del actiro y el pasiro es la reve­
lación de la contabilidad mercantil, porque ella consiste espe­
cialmellfe en lo que se refiere al activo y al pasiro, conforme al 
art. 54 del Código de Comercio; luego la exhibición de libros y 
documentos para la averiguación del activo y pasivo era una ex­
hibición total prohibida en el art. 75 del Código de Comercio; 
porque no es otra la exhibición de libros para una quiebra, li­
quidación, ó traspaso, que la necesaria para averiguar el activo 
y pasi>o de una casa mercantil; á esta exhibición se llama to­
tal en el art. 75 y es la que se prohibe en caso de litigio. 

11. Los tenedores tle libros están obligado:- á guardar el se­
creto sobre el contenido de :-us partidas; sólo una traición como 
de la que se queja amargamente el Sr. Ca loca, pudo haber hecho 
que la parte actora se aprovechara <le ese delito, convirtiéndose en 
encubridor, en los términos de la fracción 1:' del art. 56 del Có­
digo penal, por aprovecharse de los secretos objeto del delito; y 
esto es profundamente inmoral y punible, no siéndole lícito ni 
á la autoridad exigir la revelación de los secretos de los libros 
de los comerciantes, conforme al art. 74 del Código de Comercio. 
cuando la revelación es un delito especificado en el art. 767 del 
Código penal, cuya acción será intentada oportunamente por 
mis poderdantes. 

12. 8, Cómo puede decirse, entonces, ante esta Suprema Cor­
te que la prueba de exhibición ele libros y balances era arregla­
da al art. 576 del Código de Procedimientos civiles, cuando en 
ese artículo se prohibe al juez recibir las pruebas que sean con­

tra derecho ó contra la moral? ~Qué garantía tienen los comer 

1 Fojas 34, cuaderno de pruebas del promotor. 
2 Fojas 35, ídem. 

• 

~· 
• 
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· ciantes, si ha de ser lícito procurar ]a rewlación de secretos, ó 
aprovecharse al menos de esa revelación espontánea y pérfida_ 

mente hecha á los adversarios del comerciante~ 
13. Con mucho candor se pretende, que aunque fueran im­

pertinentes las pruebas, debieron recibirse por el juez, reserván­
dose la calificación para la sent{'ncia definitiva, conforme á los 

arts. 577 y 578 del Código de ProcMimientos civiles, sin consi­

derar que en los asuntos mercantiles sólo deben recibirse las 
pruebas de los libros en lo que 5ean relatin1s y conducentes á la 
cuestión que se ventila. c•)mo lo enseñan todos los comentado­
res del art. 51 del Código de Comercio Español de 24 de Julio 
de 1830, cuyo artículo ec---tá repetido en el-!7 del nne\o Código de 
22 de Agosto de 18S:J 1 y no pue·l..- S<"r de otr-a manera, porque la« 
pruelms impertinente« re\ela.lora" dt- lo.-: i'E'Cretos de los comer­
ciantes y producto de una perfidia, producen chños y perjuicios, 
que ni el litigante ni el juez pueden indemnizar competentenlen­
te á los interesados. 

14. En este prolijo y empeñado debate eu que se disputa el 
terreno palmo á palmo, se ha dado el caso, muy lamentable por 
cierto, ele que el alcalde constitucional, como autoridad respon­

sable, venga presentando escrito, sosteniemlo, entre otras cosas, 
que el amparo es improcedente por haberse consumado ele una 
manera irreparable la prueba ele la exhibición ele libros y docu­
mentos, y que e8 exactamente aplicable la fraccion 5~ del art. 
35 ele la Ley orgánica; porque esto significa la confesión tácita 
de una arbitrariedad, y el deseo de que no se destruyan sus efec­
tos; pero veamos si es exacta la aseveración del alcalde. 

15. Una prueba inmoral y contraria á derecho, aunque se 
haya consumado el acto de su exhibición, p1·oduce efectos en el 
juicio más ó menos eficaces, más ó menos d1scutihles; pero siem­
pre objeto de un debate y objeto de una sentencia; lo cual es 
tanto más cierto cuanto que el alcalde, absolutamente ignoran­
te en el derecho, encap1·ichado en no consultar con asesor, ins-

1 Véase el Manual u e Derecho :.\Iercantil de D. Jo:;,.é Rubio y López, pág. 1.9 . 
• 

10 
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pirado en las ideas de los abogados del actor y poco cuidadoso 
de su delicadeza, viene aprf:ciando las pruebas de los libros 1 y 
aventurando su opinión, de que en último fénn.ino la Sociedad Ca­

loca y e:: será la deudora; aunque cediendo des.pnés á un remor­
dimiento de conciencia, termina asentando, con un candor irri­
tante, que no externa su opinión como juez, porque el asesor 
puede opinar de otra manera. De todos modos, t:·l akalde mismo 
está demos-trando, que las pruebas inmorales por él recibidas, 
contra todo derecho, están produciendo efecto en su opinión y 
pueden producirlo en su asesor, si como él se inspira en las in­
dicaciones de los abogados del Sr. Cortina Basadre. Si es una 

• 

verdad que no cesan los efectos del acto reclamado, el amparo 
es procedente, y al restituirse las cosas al estado en que estaban 
antes de la violación de garantías, vendrá á destruirse el efecto 
de esas pruehas, violadoras de la garantía del art. 16; porque 
se ha molestado á la s-ociedad Santiago Caloca y e:: sin causa 
legal en que fundar el procedimiento, toda vez, que el objeto del 
juicio ejecutivo no es averiguar la responsabilidad de la compa­
ñía pam pagar las deudas de D. Santiago Caloca, y que esas res­
ponsabilidades según el art. 668 del Código de Comercio, sólo han 
debido probarse por la fianza expresa y categórica, constante por 
escrito, de la razón social "Santiago Caloca y C::" y no por ar­
gucias estudiantiles indignas de los fueros de la justicia y del 
derecho y de la majestad de los Tribunales. 

XIV 
El conjunto de las pruebas. 

l. Una vez cometida la arbitrariedad ele embargar el fondo 
social contra lo prewnido en el art. 360 del Código de Comercio, 
ha debido involucrarse el procedimiento, porque no le quedó á 

1 Fojas 49, cuaderno principal. 
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la sociedad Caloca y e:;, otro recurso que sostener su derecho 
á las mercancías embargadas, probando: primero, la constitu­
ción ele la sociedad por medio de la escritura ele 18 de N oviem­
bre de lt!86; 1 segundo, que la casa en que se ha verificado el 
embargo es la ele la Sociedad, número lO de la calle de la Ribe­
ra, según el registro ele matrícula. ~ Tercero, que el embargo 
se ha verificado e!1 mercancías existentes en esa casa. 3 Cuarto, 
que las mercancÍa¡;; están amparadas con las facturas presenta­
das en autos 4 y con el registro ele pagos del derecho municipal. 5 

2. En contestación á estas pruebas la parte del Sr. Cortina 
Basadre no tuvo que objetar, pues convino en la existencia ele 
la sociedad, en que son suyas las mercancías amparaJas por las 
facturas, y por último en que han sido embargadas mercancías 
de la Sociedad, como puede wrse á fojas 91 nwlta y siguientes 
del cuaderno ele pruebas del promotor; y entonces fué cuando 
saliéndose por la tangente el Sr. Lic. Canedo apoderado de Cor­
tina Basadre, dijo textualmente: 6 "Que si se embargctron bienes 
de la sociedad y no exclusivamente del ejecutado, es porque el Sr. Ca­
loca tiene bienes propios puesto que en la. sociedad con el seííor su her­
mano introdujo todo lo que resultara líquido clel balance q;rc se prac­
ticaría el 31 de Diciembre de 1886 más la crodirlorl de$ 31,25-! 31 
ccntacos importe de la .finca urlJWia CJi (jiiC Y cncocldra cstablccirla 

. 

lct negociación; pero qur: Wlii(JIIC esto no jltera, la ,Sociedad por s[ 
misma está obligad([ á pagarle á Casta líos porque á ello se lw eol/1-
promctido." Para probar esto último fué la famosa exhibición de 
libros, balances y documentos; pero de la confesión del Sr. Ca­
ñedo resulta: primero, que :oe embargaron bienes de la sociedad 
para averiguar el capital propio del socio D. Santiago Caloca; y 
segunde, que se embargaron esos mismos bienes si.n título pre-

1 Fojas 3 y 5, cuaderno ele pruebas del promotor. 
2 Fojas 100, ídem íJ e m 
3 Diligencia de embargo tle fojas 6. 
4 Fojas 80 vuelta á 90· c11aderno de pruebas <lel promotor. 
5 Fojas 102, ídem í dcm 
6 Fojas 92, ídem ídem . 

• 
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vio ejecutivo, y sólo para correr la aventura de los sofismas so­
bre la responsabilidad ó fianza de la razón social, cometiendo 
una especie de plagio con el embargo de los bienes y los diver­
sos apremios judiciales ejercidos contra D. Santiago Caloca, á 
fin de conseguir por este medio innoble que D. Tomás Caloca 
hiciera por la fuerza lo que había hecho e;,pontánea y genero­
samente al pagar los cuatro vales de á $1,000, para amortizar el 
pagaré vencido en 31 ele Diciembre de 1881. 

4. Todo esto revela de una manera clarísima el tortuoso pro­
cedimiento ele que ha sido víctima la sociedad Santiago Caloca 
y e~ desde que se embargó el fondo social contra la prohibición 
expresa del art. 360 del Código de Comercio; pues siguió la vio 
lación del art. 361 del mismo Código para averiguar el haber co 
rresponcliente al socio D. Santiago Caloca, cuando ese haber sú­
lo pudo y debió averiguarse por la liquidación que hiciera con 
libertad la Compañía, nombrando su liquidador, conforme á los 
arts. 63 y 418 del Código de Comercio. 

5. He aquí cómo los detalles y el conjunto ele este funesto 
negocio están demostrando bajo los di versos aspectos ó fisono­
mías que presenta, la violación de los arts. 360 y 361 del Códi­
go de Comercio y con ella la de las ga~oantías de los arts. 14 y 16 
ele la Constitución, en contra de mi poderdante la sociedad San­
tiago e aloca y e~ 

Procedencia del amparo relatiro á la sociedad Santiago Caloca y C~ · 

l. El amparo que sostengo es doble porque hay dos personas 
quejosas, que lo son D. Santiago ealoca por sí, y la sociedad 
Santiago ealoca y e~ cuyas dos personalidades y derechos re­
presento; porque hay dos acciones diversas y distintas violacio-
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nes que afectan á una ó á otra persona, ó á las dos juntas. A D. 
Santiago Caloca afectan las violaciones relativas al procedimien­
to ejecutivo y ejecución; á la sociedad hieren las violaciones 
cometidas en la ejecución y en la exhibición de libros, balances 
y documentos, y en consecuencia, son y deben ser también di­
versas las apreciaciones que se hagan sobre la procedencia del 
amparo en relación á cada persona y á cada queja. Esto supues­
to, trataré primero del amparo referente á la sociedad Santiago 
Caloca y e~ y después del relatiyo á D. Santiago Caloca por su 
propio derecho. Esto exigen los miramientos debidos por D. San­
tiago á la sociedad y la magnitud de lo;:: perjuicios á ella origi­
nados por la violación de garantías. 

2. Contra este amparo se presentan por el patrono contrario 
en este recurso dos argumentos: 1? Que no procede según la 
antigua jurisprudencia intérprete del art. 14 de la Constitución; 
y para comprobar esta jurisprudencia se citan circunstancia­
damente las diversas ejecutorias que pueden registrarse en el 
Semanario Judicial en su segunda época. 2? Que no procede 
conforme á la Ley orgánica en su art. 57, porque se interpuso 
el amparo desp11és de cuarenta días contados desde la fecha del 
auto de exeqüendo. 

3. El señor promotor funda la improcedencia del amparo, 
no obstante confesar, que en los autos del juicio ejecutivo hay 
irregularidades escandalosas; porque, en su opinión, no ·toca á 
los tribunales federales, sino á los del Estado, revisar y revocar 
los procedimientos, ejerciendo el magisterio de cumplir y hacer 
cumplir las leyes. 

4. Estos mismos son en sustancia los argumentos del señor 
juez de Distrito, quien olvidándose de las prescripciones expre­
sas de los arts. 360 y 361 del Código de Comercio, agrega: que 
la cuestión está reducida á que la sociedad Santiago Caloca y 
e~ pruebe la propiedad de las mercancías embargadas, cosa que 
no ha verificado; en cuya aserción hay crasísimos errores del se­
ñor juez cuando la misma parte contraria confiesa que está bien 
probada la propiedad. 
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. 5. Para contestar el primer argumento me basta referirme 
al prolijo estudio hecho en las partes I á VII de este alegato' 
porque entiendo haber demostrado, que procede el amparo por 
aplicación inexacta de la ley y falta ele cansa legal en el proce­
dimiento, sin que tenga valor alguno el argumento de que lm, 
tribunales federales Se convertirían en renSOI'E·S fle las sen ten-. 
cias pronunciadas por los tribunales ele los Estados. ccnstihly-en­
rlo una nueva instancia en el juicio; á la vez que creo haber sos­
tenido en la parte X la nueva jurisprudencia claramente expuesta 
en la ejecutoria Lizárraga, en donde se consigna el principio ele 
que se viola la garantía sobre aplicación exacta ele la ley en jui­
cios civiles, por injusticia notoria ó violación flagrante ele las le­
yes civiles. 

· 6. El segunrlo argumento está ampliamente contestado en 
las partes VIII y IX de este alegato, en donde, á mi juicio, se 
demostró hasta difusamente, que procede el amparo contra cual­
quiera resolución judicial: aunque no sea sentencia ejecutoriada, 
pudiendo interponerse dentro clel tú·mino ele seis meses. 

7. Agregaré, sin embargo, una observación importantísima. 
N o habiéndose prommciaclo el auto ele exeqüenclo contra la so­
ciedad Santiago Caloca y C~, ese auto no es para ella una sen­
tencia ejecutoriada, ni mucho menos; y en consecuencia, ni le 
corría el término ni tenía obligación ele interponer el recurso 
dentro de cuarenta días. La sentencia ejecutoriada aún revesti­
da con la autoridad del tribunal ele casación, no aproyecha ni 
perjudica á los que no han litigado, st'gÚn los arts. 1,600 y 1,601 
del Código ele Procedimientos ci'.'"Íles ele Tamanlipas, cuyo prin­
pio está concretado en el art. 1,317 del Código c1e Proceclimien 
tos del Distrito federal ele 1880 1 y en el 707 del Código de 1884 
hoy vigente. No se ha hecho en estos Códigos sino consagrar la 
antigua regla: 2 In ter a líos res actct aliis non pr((judicat. Al pre-

1 Véase la exposición de motivos de ese Código, párrafos 467 y 468, pág. 177. 
2 Cap. 6? de fide instrnmentornm. González Téllcz. Comentario á ese capítulo, to­

mo 2?, lib. 2, tít. 22, núm. 9. Carleva] de jndicis, tomo 1 ?, lib. 1 ~' disputa 2~, núms 
296, 309 y 316. Solórzano d9 jure incliarum, tomo 2~, lib. 2~, cap. 29, núm. 61 y si 
guientes. 
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.· venir el art. 57 de la Ley orgánica, que se interponga el ampa­
ro aentro de cuarenta días contados desde que cause ejecutoria 
la sentencia, tuvo en cuenta á los litigantes que han sido parte 
en el juicio, únicos que pueden saber el día en que la sentencia · 
comienza á causar ejecutoria; y la sociedad Caloca y C ~ á quien 

• 

no se notificó de hecho, ni debía notificarse en derecho el auto 
de exeqiiendo, no estaba obligada á olJservar el término. Ella no 
so queja de violación de garantías contra el autó, sino contra el 
secuestro arbitrario que se verificó en su contra, siendo atenta­
torio preeisamen te, por no ser la sociedad parte en el juicio y 
por servir el auto de pretexto y no de causa legal en que fundar 
el procedimiento; y ese secuestro en sí mismo no es una senten­
eia ejecutoriada, fuera de que, como se ha demostrado en las 
partes VIII y IX, el auto de eseqüendo no es ni puede ser la 
sentencia ejecutoriada alnclic1a en el art. 57 de la Ley orgánica. 

8. La suposición gratuita del senor juez de Distrito de que 
no ha justificado la Companía su propiedad en las mercancías · 
embargadas, contiene errores de hecho y de derecho; porque ha-

• 

biéndose probado plenamente en autos: 1? La existencia de la 
sociedad Caloca y C~; 2? Que ésta tiene su casa mercantil en 
el número 10 de la calle de la Ribera; 3'? Que se embargaron 
mercancías existentes en esta casa; ±? Que esas mercancías es­
tán amparadas para la sociedad con las facturas y con el registro 
del derecho municipal; y 5? Que la misma pa!'te contraria está 
convencida de estas verdades, no. sólo bastaba sino que sobraba la 
prueba de que había embargádose elfonclo social, y no debió pa­
rarse la atención del señor juez de Distrito en la información de 
testigos 1 presentados por el quejoso y que únicamente tenía por 
objeto confirmar con la opinión pública la verdad constante en las 

. pruebas pedidas por la parte quejosa y por el promotor, consis­
tentes en las copias de los autos ejecutivos. 

9. El error de derecho cometido por el señor juez consiste 

en pretender, que una sociedad mercantil en donde se embargan 

1 Fojas 12 á 15, cuaderno principal. 
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mercancías existentes en ella, está obligada á probar la propie­
dad de las mercancias, pues todo comerciante tiene á su favor 
la presunción de ser suyas las mercancías de su casa, como la 
tiene toda persona de que son suyos los muebles de su hogar, ó 
el hombre de ser suya la levita que porta, mientras no se prue­
be lo contrario. Cuando el art. 360 del Código de Comercio prohi­
be embargar el fondo social, supone la notoriedad de la existen­
cia de este fondo, con sólo que la sociedad exista y tenga abierta 
su casa mercantil. De otro modo, el respeto que quiere el artícu­
lo se tenga á una sociedad de comercio sería efímero, si cual­
quier litigante capcioso á pretexto de la deuda particular de un 
individuo de la sociedad, embarga bienes existentes en la casa 
de éste. El ejecutante señalador de bienes particulares del socio 
es el que tiene que probar la propiedad de los bienes señalados, 
porque es la parte que afirma y todo el que afirma está obligado 

á probar, según el art. 572 del Código de Procedimientos civi­
l~s; de lo contrario, sería perfectamente inútil el art. 360 citado, 
si toda sociedad mercantil tuviera que sujetarse á la triste nece­
sidad de dejarse embargaré interponer tercerías, como cualquie­
ra individuo particular, cuyo crédito no se compromete por un 
embargo arbitrario, producto tiránico de la cavilosidad de los li­
tigantes.· Una casa mercantil embargada es herida de muerte en 
su crédito que es el primer capital con que cuenta. He aquí por­
qué puedo quejarme de la apreciación del señor juez de Distrito, 
porque aparte de las consideraciones que el Código de Comercio 
otorga á las sociedades mercantiles, en la filosoña del art. 360, 
tenemos estos principios de derecho: "la posesión da al que la 
tiene, presunción de propietario para todos los efectos legales.'' 
"El poseedor tiene á su favor la presunción de poseer de buena 
fe," según los arts. 925 y 930 del Código civil; luego una casa 
mercantil que está en posesión de las mercancías que encierra 
su casa, tiene la presunción de propietaria para todos los efectos 
legales y la presunción de poseer de buena fe, tanto más, cuan­

to la buena fe es en el comerciante la base de su crédito. Las pre-

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



• 

75 

sunciones de derecho sólo se destruyen por prueba en contrario, 
y no se admite esa prueba, cuando el efecto de la presunción es 
anular un acto ó negar una acción, según los arts. 758, 760 y 716 
del Código de Procedimientos civiles. Luego en el caso de em­
bargo de una sociedad mercantil amparada con la presunción le­
gal de ser dueña de las mercancías por ella poseídas, no está su­
jeta á la prueba en contrario, porque el efecto de su presunción 
legal es negar la acción del acreedor, que no tiene derecho para 
embargar el fondo social, conforme al art. 360 del Código de Co-

• tnercw. 

10 . .Así entiendo yo, señores Magistrados, la exacta aplicación 
de ese art. 360 y así la entendió esta Suprema Corte en la eje­
cuto~·ia de 3 de Enero del corriente año pronunciada en el am­
paro de D. Luis Blanco. 1 Ahí se trataba del secuestro de la parte 
correspondiente á uno de los socios y del nombramiento de in­
terventor para la casa mercantil, con pretexto de la deuda del 
socio; y la Suprema Corte concedió el amparo, porque no se apli­
có al caso, por el Juzgado 51! de lo Civil, el referido art. 360 del 
Código de Comercio. Es claro, señores Magistrados, que la inter­
vención á una casa mercantil es una molestia graTI._..UU.a para su 
crédito; pero es mucho mayor el secuestro de sus bienes que no 
sólo la desconceptúa, sino que paraliza sus operaciones, impidién­
dole el lucro de sus mereancías. Por esta causa invocaba la so­
ciedad mi poderdante la filosofía de la ejecutoria aludida, que ha 
venido á ser la salvaguardia de las casas de comercio, cuya vida 
y progreso están y deben estar f11era del alcance de las reglas 
corimnes y opresivas, á las que los particulares estamos sujetos 
en la vida social. 

11. Por último, la improcedencia del amparo por el lapso del 
término tiene menos razón de ser en lo referente á la exhibición 
de libros, porque ella se ha mandado· con apremio y verificado, 
en el mismo mes de .Abril en que se ha interpuesto el amparo.~ 

1 Se registra en "El Foro" del jueveii 21 de Febrero de 1889. 
2 Fojas 1 y 3, cuaderno principal; fojas 57, cuaderno del ptuiJb)tor. 

11 
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XVI 

Procedencia del amparo referente á la persona dt D. Caloea. 

l. De este amparo se ha dicho que es improcedente. porq~e 
no se intentó dentro de los cuarenta días contados desde la fe-

• 

cha del auto de exeqüendo; pero ya se ha demostrado en las par-. 
tes VIII y' IX: 1? Que procede el amparo en neg0cios judicia­
les civiles contra una resolución judicial ele inmediata ejecución. 
aunque ella no sea sentencia ejecutoriada. 21! Que ese amparo 
puede interponerw en el término de seis meses contad.:os desde 
la violación constitucional, conforme al arl. 35. fra~. 6:: de la 
Ley orgánica. 3? Qne el auto de exeqüendo no es una sentencia 
ni menos ejecutoriada, supuesto que puede revocarse en la sen­
tencia de remate; y 4? Que para la calificación de una sentencia 
ejecutoriada debe estarse á lo dispuesto en la legislación espe­
cial de cada Estado, en donde se pronunció la resolución judi­
cial objeto y motivo del amparo. 

2. El señor Juez de Distrito después de consignar la premi­
sa, de que los Tribunales federales no son revisores de las sen­
tencias de los tribunales de los Estados, E:e toma el trabajo no 
sólo de revisar el auto de exeqüendo pronunciado contra D. San­
tiago Caloca, sino que entra hasta apreciar procedimientos ulte­
riores á ese auto. Dice, por ejemplo, que Caloca ha confesado la 
deuda; y si es verdad que existe esta confesión, es después de 
la citación de remate, de la oposición á la ejecución y en el tér­
mino de prueba, cuando se articularon posiciones á O aloca. 1 De 
manera, que el señor Juez no sólo revisó el auto de exeqüendo, 

1 Fojas 65 á. 72, vuelta, cuaderno de pruebas del promotor . 
• 

' ' ... 

' ; 

' 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



• 

77 

sino que previno otras resoluciones 'Judiciales, dando adverten­
cias ó lecciones al Juez de los autos; y en el caso, se trata de la 
violación de garantías inferida con el auto y ejecución de ese 
auto; porque uno y otro han sido contrarios á las leyes, faltan­
do la causa legal del procedimiento y aplicando inexactamente 
la ley. · 

3. La confesión honrada de Caloca y la excepción de nuli­
CW,d alegada por él contra el pa9aré en que se fundó la ejecu­
ción, son objeto ele otros procedimiento::, que no legalizarán nun-

. ca la arbitrariedad del auto de exeqüendo, ni de la ejecución con­
siguiente, porque Caloca ha tenido derecho <Í. la observancia de 
los arts. 360 y 361 del Código de Comercio, á fin de ·que no se le 
embargue, en caso ele que procediera la ejecución, sino lo que le 
quede líquido en la sociedad previa la liquidación legal preveni­
da en el art. 361, y no previa la averiguación inquisitorial di­
rigida por el abogado del ejecutante y arbitrariamente llevada á 
cabo por el alcalde municipal. .. 

4. Este funcionario cuya ignorancia en el derecho le oblig-a, 
y no lo excusa del acto honrado y modesto de consultar con asee­
sor, se toma la molestia de manifestar á la Suprema Corte. que 
no procede el amparo hoy so::tenido por mí, y que dé he negarlo, 
como negó á Caloca uno semejante, en ejecutoria de 13 ele )In·­
zo de 1886; pero prescindiendo de la oficiosidad del alcalde cuya 
significación es que se aprueben sus arbitrariedades, debo decir: 
que esa ejecutoria se funda en la interpretación dada por lama­
yoría ele los señores Magistrados que la suscribieron, al art. 57 
ele la Ley orgánica, en el sentido de que sólo procede el ampa­
ro contra sentencias ejecutoriadas; y que la minoría opinó en 
contra, como se ve en la nota puesta en la pág. 5±7, tom. 10, 
del " Semanario Judicial," cuya opinión he sostenido en las par­
tidas VIII y IX de este alegato, fundándome ante todo en el 
absolutismo del art. 101 de la Constitución que no exceptúa nin­
guna controversia sobre violación ele garantías indiriduales~ de 
la competenDia de los tribunales de la Feder-ación. Ante este kx-
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tono puede interP.{etarse el art. 57 de la Ley ~rgánica como pro­
hibitorio. del recurso de amparo en juicios civiles, en caso diver­
so de una sentencia ejecutoriada. 

5. Y o invocaré la ejecutoria Lizárraga, la ejecutoria Blanco 
• 

y las muchas que tengo citadas en las partes I á \'ll; 1. si se 
quiere, la ejecutoria Arteaga de 13 de Junio corriente, en cuyo 
recurso he patrocinado al quejos6 ante esta Suprema Corte . 

• 

6. Si la jurisprudencia no ha sido firme en este punto y las 
ejecutorias adversas á mi pretensión sirven á los jueces para sos­
tener sus arbitrariedades, yo entiendo, señores Magistrados, que 
con ánimo resuelto debe adoptarse la jurisprudencia más libe­
ral; la que está del lado del desvalido y enfrena el despotismo 
de los jueces. Todo correctivo es poco para moralizar la admi-- . 

nistración de justicia, que es el pan y la vida de las sociedades, 
el escudo de la humanidad y la salvaguardia-del comercio, fuen­
te sublime de riqueza para nuestra joven patria. Importa poco, 
que tengamos buenos Códigos y se haya dado uno especial para 
el comercio, y que las autoridades políticas y administrativas se 
afanen por cumplir y hacer cumplir las leyes, si jueces arbitra­
rios ponen en peligro todas nuestras garantías y con golpes re­
doblados abaten y humillan al comercio, exponiéndolo día á día 
á merced de las cavilosidades de los litigantes, para quienes las 
leyes son una farsa en nuestro desgraciado país. Con razón de­
cía el filósofo Anacarsis, que las leye.s por sí solas de nada sir­
ven contra las pasiones de los hombres. Los honrados, los que 
merecen el título de hombres de bien, nos sujetamos al precep­
to del art. 17 de la Constitución, que prohibe ejercer violencia 
para ejercitar un derecho, confiados en que los tribunales esta­
rán siempre expeditos para administrar justicia; pero si lejos de 
ello, están expeditos para ejercer violencia contra nuestras ga-

. rantías, de nada sirve el precepto constitucional del art. 17. 

' 

7. Si la administración de justicia es también una garantía, 
su realización práctica consiste en que las leyes se apliquen con 
exactitud y en que los tribunales no molesten al hombre sin cau­
sa legal en que fundar el procedimiento. 

• 

• 
-
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8. Todos los artículos en que se consignan yreconocen los 
derechos del hombre tienen una conexión admirable; en el17 en 

• 

· .. tanto se prohibe 1~ violencia individual, en cuanto se establece 
· coruo garantía la 4idministración de justicia, y para realizarla, se 
prohibe en el art.14la aplicación de leyes retr"oactivas y se man­
da la aplicación exacta de las leyes por tribunales previamente 
establecidos; y todavía se exige en el art. 16, que á nadie se mo­
le~te sin causa legal en que fundar el procedimiento; y para di­
sipar toda duda, se concluye en el art. 101, autorizando á los tri­
bunales federales para conocer de toda controversia por leyes ó 
actos de cualquiera autoridad que violen las garantías individua­
les. A, Porqué excluir entonces las resoluciones de los jueces vio­
ladoras de esas garantías! ~Con qué derecho pudo la Ley orgá­
nica restringir el precepto constitucional? El art. 57 no es ex-

.f preso; y si lo fuera, debía rodar entre el ridículo y la reproba­
ción universal como cayó el art. 8? de la ley de 20 de Enero 
de 1869. 

9. Recordad, señores Magistrados, que las leyes coloniales 
prescribían también la aplicación exacta de las leyes 1 y perseguían 
los despojos judiciales, hasta sujetando al juez arbitrario á la 
jurisdicción de un igual suyo y aún á la resolución de los oficia­
les del Consejo Municipal, jueces de amparo de la víctima de las 
arbitrariedades judiciales. 2 A, Será posible que en la época de li­
bertad y de progreso, cuando se reconocen y proclaman las ga­
rantías individuales, se crea imposible la aplicación exacta de las 
leyes contra el texto del art. 14 de la Constitución, y se deje á 
las víctimas de los despojos judiciales entregadas á su suerte, 
con la indiferencia más estoica, á pesar de ofrecérseles la admi­
nistración de justicia, y decírseles día á día, que pueden vivir tran­
quilos y no deben ejercer violencia para ejercitar su derecho, . 
porque ninguna autoridad por competente que sea, puede mo­
lestarlos en sus posesiones sin causa legal en que fundar el pro-
cedimiento~ · 

1 Auto 1 '!, tít. 1 ?, lib. 2 de la Recopilación. , 
~ Ley 2, tít. 34, lib. 11 de la Novísima Recopilación. 

' -.. . 

-
{t 

' 
' ' • 

' • 

' 

' • 
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10: •Yo con~, señores Magistrados, queJa libertad verda­
dera, la libertad bien entendida y el goce de las garantías indi­
viduales tienen sus inconvenientes, cuando chocan con el inte­
rés público; pero que no deben restringirse ni violarse COl}. ese 

. ·-· • .• -"F:- •• j, 

pretexto, que es siempre el de la tiranía y el despotismo,- pottque 
al lado ele sus inconvenientes están los frutos precio::;ísimos de 

• 

esa libertácl y de esas garnntín,s, las que c'mciliaclas con el ver-· 
dadero principio de autoridad, produeen la dicha y prosperidad 
de los pueblos. 

11. Cicerón cleeía, que la libertad verdadera consiste en la 
obediencia á las leyes; pero alude á leyes sabias y justas, que 
exactamente aplieadas, garantizan todtt justicia y todo derecho. 
La obediencia á esas leyes obliga ante todo á los Tribunales, 
porque son los guardianes ele nuestra libertad. Haced entonces, 

' 

señores Magistrados, que las leyes sean obedecidas, fiel y exac-
tamente aplicadas, y YiYiremos lo!'! mexicanos contentos ·Y satis­
fechos, porque después do nuestras borrascas políticas, ya no as­
piramos á otra cosa toclos los hombres do bien. El Sr. Juárez 
decía, que el respeto al derecho ajeno es la paz. Y o creo, seño­
res, que este axioma es una verdad práctica, si los Tribunales no 
son el instrumento para la violaeión del dereeho ajeno; y con-
cretando esa máxima bellísima, proclamaré siempre 
cuello, que la administración de justicia es lec pa::. 

México, Junio 21 ele 1889 . 

• 

Cfic. ~ . ·f· .J..:¡;t1JCt tano 

' a voz en 

1 
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